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	Presentación

			Todo empezó por el principio, lo cual puede que no tenga ninguna gracia, pero es cierto. De manera que será bueno que el lector sepa que, antes de empezar a escribir el Informe Mensual de Coyuntura Política, hubo un pronunciamiento militar, que ahora podemos llamar golpe, que estableció un régimen autoritario, que ahora podemos llamar dictadura. A pesar de todo, y el todo era bien contundente, un grupo de amigos decidimos quedarnos para disfrutar del vino tinto, la cordillera de los Andes y la belleza de los animalitos. Lejos de todo heroísmo, nos empeñamos en sobrevivir y molestar lo más posible. Justamente a este segundo y noble objetivo corresponde la formación del Taller de Análisis Político, desde donde salió el Informe Mensual de Coyuntura Política.

			El Informe Mensual de Coyuntura Política fue una publicación informal (por no decir clandestina, por su connotación alcohólica y prostibularia) que se distribuyó durante diez años (de 1980 a 1989) en el submundo social y político de la época y que pronto alcanzó un tiraje, acreditado por mí mismo, de dos mil ejemplares impresos en un aparato llamado mimeógrafo. Los dos mil ejemplares no sólo se agotaban, sino que se leían. Al menos llegaban noticias alentadoras sobre la multiplicación de lectores de cada ejemplar, aunque no hubo ninguna agencia internacional que certificara esto. No obstante, hay que agregar que en el extranjero durante varios números se hizo la reimpresión del Informe Mensual de Coyuntura Política en una edición más monona. 

			La distribución era un tantico difícil debido al clima: a veces llovía, pero el alma simpática y solidaria, que solo florece cuando estamos jodidos, permitía llegar a dirigentes sindicales, organizaciones poblacionales y estudiantiles, además de intelectuales y políticos, que nunca faltan, sin que tampoco faltaran los enviados de Dios, que en aquellos tiempos recordaban el carácter popular de Cristo.

			El material del Informe provenía fundamentalmente del diálogo (igual que Platón, pero de verdad) de quienes participaban en el Taller, grupo relativamente variable, pero que estuvo conformado al comienzo por Enzo Faletto, Julieta Kirkwood, Eduardo Morales, Rodrigo Alvayay y Leopoldo Benavides. También invitábamos ocasionalmente a políticos, dirigentes sociales y políticos-intelectuales que se vanagloriaban de tener cierta información; algunos exageraban al punto de declarar que tenían alguna idea. Como el tiempo pasa y además quiere hacerse notar, el choclo se fue desgranando por diversas causas con el paso de los años, aunque el escribidor se mantuvo porfiadamente escribiendo desde el primero hasta el último de estos Informes, pretexto que le sirve para proclamarse autor. Tan entusiasmado estaba en ello que ni siquiera se percató de que más de la mitad de los informes los cantó sin ningún acompañamiento de coro, aunque no faltaban los informantes, intrigantes, opinantes y cantantes que venían con el cuento.

			A los malpensados habría que decirles que nunca nos vendimos a nadie. Talvez porque nunca nadie quiso comprarnos, pero eso no nos quita el mérito. Por el contrario, metimos las manos en los bolsillos (propios) al comienzo y luego obtuvimos algunos aportes escuálidos destinados exclusivamente a pagar la impresión y el correo. Los que ayudaron en esto de conseguir recursos y trabajar en la distribución lo saben; mantenerlos en el anonimato es el mejor tributo que se puede hacer a su modestia. En situaciones desesperadas también llegó a pedirse a los lectores pudientes que aportaran con suscripciones para seguir con la porfía. La denuncia de que me construí un palacete con la venta de suscripciones para el Informe Mensual de Coyuntura Política no ha sido aún probada. Eran otros tiempos.

			Dado que nunca se ha visto que se haga alguna referencia al Informe Mensual de Coyuntura Política en los muchos estudios y análisis que se hacen de aquel período, es de suponer que no tuvo ninguna importancia ni incidió lo más mínimo en el curso de los acontecimientos. Pero en eso estamos bien acompañados, puesto que hubo aquí muchos que hicieron más y recibieron menos. Afortunadamente, siempre es imposible saber por qué suceden las cosas, pues solo Dios sabe y no da entrevistas, de manera que cada uno puede creer lo que quiera.

			En todo caso, más allá de la soberbia de creerse capaz de meter la pata en la rueda de la historia, no cabe duda que llamó mucho la atención, para los que atención tienen, el estilo del Informe Mensual de Coyuntura Política. Al respecto habría que señalar que inicialmente nadie pensó en un estilo peculiar, sino simplemente escribir de manera que se entendiera, cosa cada vez menos común en la especie. Los primeros números del Informe son bastante ordinarios al respecto. Sin embargo, poco a poco se fue soltando la mano y los informes adquirieron el estilo que los hizo característicos. No hubo ninguna intencionalidad ni planificación al respecto, no se hicieron estudios de encuestas ni focus, simplemente la escritura tomó esos rumbos. Ayudó bastante al estilo el hecho de que fuera bien recibido por los lectores. Sólo entre ciertos dirigentes sindicales hubo algunas resistencias, reclamando «más seriedad, compañero», pero los aplausos de la mayoría silenciosa, aunque no se escucharon, fueron decisivos en mantener el estilo.

			Debido a que el colosal trabajo mes a mes se transformaría también en un colosal mamotreto, la presente publicación de la colección completa del Informe Mensual de Coyuntura Política (sin agregar, quitar ni modificar ni siquiera los errores, que siempre son de imprenta) se ha dividido en dos volúmenes: el primero y el segundo, dedicados, respectivamenste, al subperíodo julio 1980- diciembre 1984 y al subperíodo enero 1985- diciembre 1989. Como suele suceder, la publicación tiene como principal sentido satisfacer la vanidad de quien aparece como autor. No obstante, también puede ser de interés para quien quiera comparar cómo se analizaba un período en el momento que ocurría y cómo se analiza después. En esta permanente querella de las verdades, no se trata de criticar el que todos seamos generales después de la batalla (si todos fuéramos generales durante la batalla sería un despelote), sino simplemente de entregar a la diversión de los presentes las ingenuidades del pasado.

			Líbrenme los dioses del vicio de la modestia, pero puedo decir que, sin el apoyo del grupo inicial del Taller de Análisis Político, nunca podría haber escrito estos informes, pero también podría decir que sin los esfuerzos de mi madre al parirme tampoco habría sido posible que los hiciera. Nobleza obliga.

			Rodrigo Baño


		
			AÑO 1980

			INFORME MENSUAL DE COYUNTURA POLÍTICA Nº 1

			Santiago, julio de 1980

			Parece conveniente no restringir el análisis sobre la coyuntura política a los sucesos recientes, sino abarcar también otros hechos que, aunque distantes en el tiempo, están estrechamente unidos a la dirección que toma el proceso chileno.

			En efecto, el fracasado viaje del presidente Pinochet a Filipinas (en marzo) y la inmediata remoción del canciller Hernán Cubillos (de inclinaciones aperturistas), dieron pie para que se desarrollara públicamente, de manera no usual para el régimen imperante, una serie de confrontaciones entre exponentes de sectores «duros» y «blandos» existentes entre los grupos dominantes del actual ordenamiento social.

			Hasta entonces, con mayor o menor intensidad, habían existido versiones insistentes sobre disidencias internas de los gobernantes, pero, por primera vez, en esta oportunidad ellas se manifestaron a la luz pública respaldadas por numerosas declaraciones de representantes de una y otra línea.

			Al final del bochornoso incidente en Filipinas, el alejamiento de Cubillos fue visto como un triunfo, al menos temporal, del sector «duro», pese a los esfuerzos gubernamentales y principalmente del propio Pinochet tendientes a preservar ante la opinión pública una imagen de homogeneidad del llamado equipo de gobierno.

			Así, este debate hizo que se perfilaran mejor las alternativas en juego.

			LA PUGNA EN OTRA ESCENA

			Hasta antes del caso Filipinas-Cubillos, estos grupos antagónicos alcanzaban en sus comentarios más a la cuestión económica que a otros tópicos. Sin embargo, tras esa crisis, el terreno de la economía fue paulatinamente abandonado, hasta que el debate se centró casi exclusivamente, en la futura institucionalidad.

			La entrega a comienzos de julio del proyecto de nueva Constitución del Estado, para que se cumpla ahora un trámite de revisión final en el seno de la Junta Militar, reavivó la discusión, con la intervención, en un momento de aparente conflicto ideológico, de grupos y publicaciones empeñadas en difundir las concepciones que, dentro de los límites permisibles, se plantean sobre el futuro institucional de Chile.

			Como dato cabe consignar la revista Realidad, impulsada por el abogado Jaime Guzmán; los artículos de Pablo Rodríguez en la prensa; la Corporación de Estudios Nacionales, patrocinada por Lucía Pinochet Hiriart; el centro creado por el ex ministro Jorge Cauas, junto con otras entidades menos importantes.

			A igual tarea se aboca la oposición tolerada, aunque a ratos poniendo más énfasis en las disidencias internas del régimen que en sus propias concepciones, a menos que en el futuro inmediato algún sector, como el Partido Demócrata Cristiano, logre impulsar un debate público más extendido nacionalmente.

			En general, en estos conatos de debate más generalizado se ha mantenido la tendencia a agrupar las distintas posiciones del oficialismo en dos vertientes principales.

			Están ahí vigentes los «aperturistas» (Jaime Guzmán a la cabeza), que buscan la franca fijación de plazos para un arreglo institucional en el que tengan participación decisiva las agrupaciones civiles y políticas que no cuestionen las líneas básicas del modelo que se implanta desde la caída de Allende. Y por la otra vertiente, aparecen los «duros», que rechazan todo apuro en institucionalizar y abogan, en cambio, por la permanencia indefinida del régimen militar, sin hacer concesiones.

			En esta última orientación se incluirían tanto la posición militarista-pinochetista de Lucía Pinochet Hiriart, como el sector que se expresa a través de Pablo Rodríguez, que se presenta cada vez más como corporativismo de base, sin incidencia en la cúpula del gobierno, no obstante las vinculaciones personales crecientes entre ese dirigente y la Presidencia de la República a través del ministro secretario general de Gobierno, el general Sergio Badiola.

			LOS GRANDES ACTORES 

			Sin embargo, pareciera que el eje del conflicto interno del régimen no pasa por estos grupos «duros» y «blandos» y sus representantes oficiosos. 

			Desde el punto de vista de la política nacional chilena, podría decirse que estos son grupos menores.

			Pueden ellos, ciertamente, adquirir gravitación en momentos de crisis agudas, pero carecerían de capacidad política para determinar la orientación del proceso.

			En cierto sentido, ellos pasan a ser utilizados por actores de mayor peso. Y de estos, talvez convenga preocuparse ahora de El Mercurio, que en los últimos años aparece buscando recuperar su gravitación, fuertemente afectada por la aparición de nuevos grupos de poder vinculados más directamente al régimen militar.

			Reaccionando, el grupo que se expresa a través de esta poderosa empresa de prensa, extendida en todo el territorio, plantea la necesidad de volver a hacer política, es decir, no dejar descansar el régimen en la pura capacidad represiva.

			El Mercurio, o más bien dicho sus representados, pretenderían conciliar dos intereses fundamentales: por una parte, obtener condiciones de estabilidad nacional a largo plazo y, por la otra, mejorar sus posiciones relativas entre los demás grupos de poder, aprovechando precisamente su probada «capacidad para hacer política».

			La utilización de los medios periodísticos de su cadena es ilustrativa de esta actitud, en especial en la manipulación de ciertos hechos noticiosos, como es el caso reciente del fraude del IVA, en torno al cual hace aparecer misteriosos «peces gordos» veladamente vinculados al ex jefe de la DINA, el general (R) Manuel Contreras.

			Asimismo, insistentemente hace referencia a la reactivación de la política de oposición y a los peligros de la aplicación de mecanismos represivos que, más que anularla, la apoyan o fortalecen.

			EL TIEMPO DE PINOCHET

			Pudiera decirse que al interior del régimen el grupo de El Mercurio y gran parte de la derecha económica son los que plantean una alternativa de institucionalización que tiende a evitar, en forma paulatina pero segura, el exceso de la personalización del poder en el actual Presidente. Buscan crear un espacio dentro del cual pueda desarrollarse un movimiento político de derecha que, en el largo plazo, pueda dar continuidad al sistema vigente sin arriesgar, además, rupturas incontrolables.

			En el intertanto –y sin que se vislumbre un desenlace– estas pugnas están contribuyendo, en lo inmediato, a elevar la figura de Pinochet.

			Asumiendo el papel de árbitro en las disidencias, mediante concesiones a ambos grupos, el Jefe del Estado aumenta su legitimación presidencial y la prolongación de su permanencia en el poder.

			Así, si Pinochet está estrechamente ligado al modelo impuesto en Chile luego del golpe de 1973, la crítica económica de los «duros», de aparente espíritu antioligárquico, no puede dejar de alcanzar al mandatario, lo cual podría deslegitimar su presencia, hecho este último que el sector considera fundamental para que el escenario político no se active. Atenuada entonces la crítica al modelo económico, el aparato gubernamental, en concesión, reacentúa su carácter represivo (siete detenciones promedio al día en 1980), lo que convierte a Pinochet en la garantía, para los grupos «duros», de que el régimen no tolerará, fuera de los grupos dominantes, la acción política en Chile.

			Por otra parte, el apoyo presidencial al modelo económico debilita simultáneamente la presión de los «aperturistas» o «blandos» por institucionalizar el régimen con mayor prontitud, lo que se traduce en otras concesiones de Pinochet, que son destacadas con rapidez por grupos como el de El Mercurio.

			De esta manera, la dictación de la nueva ley de municipalidades y la entrega de cuantiosos recursos a ellas, así como atribuciones para el manejo de hospitales, escuelas y otras organizaciones comunitarias por parte de estas corporaciones edilicias, es una forma de traspaso político y económico a los sectores «aperturistas», los cuales ejercen un evidente y público control en las alcaldías de todo el país.

			«Se cumple en esta forma, además, los postulados del presidente Pinochet, quien en reiteradas oportunidades ha señalado que los nuevos dirigentes políticos del país se formarán en las municipalidades, las intendencias, el gabinete de Gobierno y otras organizaciones intermedias… es, en concreto, la vía hacia la nueva institucionalidad chilena», declaró recientemente el ministro del Interior Sergio Fernández, al tocar este aspecto.

			En el plano ideológico, esto constituye la concepción expuesta por Jaime Guzmán (y que Pinochet asume) de que la nueva democracia deberá otorgar amplia libertad en la base social, pero con un gobierno en la cúpula de sólido carácter autoritario. Vale decir, una concepción piramidal de la libertad.

			LAS FUERZAS ARMADAS

			A diferencia de los grupos civiles, el sector de los institutos armados no registra en los meses recientes una pugna que se exprese públicamente. Talvez por dos razones:

			En primer lugar, está el régimen chileno nacido del golpe, el cual, a diferencia, por ejemplo, de las experiencias de Brasil y Argentina, no ha separado el poder político del poder militar. Aquí el Presidente de la República es a la vez el Comandante en Jefe del Ejército, lo que tiende a cancelar la posibilidad de disidencia interna y hacer muy rígidas las relaciones entre las distintas armas.

			La segunda razón es que existe sin duda un compás de espera en torno a la situación del Canal Beagle, problema frente al cual las FF.AA. reclaman una responsabilidad histórica que no admite errores.

			Aún deseosa de retornar a los cuarteles, como parece estar, la Marina reaccionó con severidad ante los Estados Unidos, preservando la imagen de unidad interna y externa de las FF.AA., cuando Washington la marginó el mes pasado de las operaciones Unitas de ejercicios combinados, en un esfuerzo por agudizar en el interior del régimen algún grado de diferencias.

			Aparentemente fue este factor, y no el eventual cambio en la política norteamericana que se derive de la próxima elección presidencial en ese país, lo que endureció el rechazo naval chileno a la presión de Carter en este nuevo embate antipinochetista (se puede citar, en este punto, que incluso el asesor de política latinoamericana del candidato derechista Ronald Reagan, en cuya elección el gobierno militar hace descansar muchas esperanzas de armonía chileno-norteamericana, declaró recién que una de sus preocupaciones era el deseo de Pinochet de «perpetuarse en el poder»).

			Sin embargo, todo esto no significa que distintos sectores civiles no busquen apoyo en las FF.AA., auque tales vínculos no tengan posibilidad de expresarse.

			Por de pronto, en este terreno también es posible detectar la presencia del grupo político que, desde el interior del régimen, plantea un proyecto de institucionalización.

			El Mercurio y la derecha política, efectivamente, comprenden que una personalización del poder en Pinochet podría ser peligrosa para sus pretensiones, y es por ello que últimamente aparecen reivindicando el poder de la Junta de Gobierno. Se especularía en este aspecto con el hecho de que el control del Presidente sobre el Ejército podría encontrar límites respecto de otras armas, particularmente de la Marina y la Aviación.

			De ahí que la insistencia en el poder de la Junta como tal, para decidir acerca de la futura Constitución, aparezca como un asunto político clave.

			LOS PARTIDOS POLÍTICOS

			El panorama del centro político muestra algunos rasgos que interesa destacar. En primer término, la Democracia Cristiana está fuertemente determinada por el panorama internacional, lo que le crea conflictos internos (El Salvador, Alemania).

			Por otra parte, sectores importantes de ella han sido incorporados al modelo económico actualmente vigente, lo que le plantea un proceso de erosión hacia la derecha. A la vez, aunque posiblemente en menos medida, se le produce, principalmente en la base sindical y estudiantil, una erosión hacia la izquierda, en tanto surgen reivindicaciones comunes que requieren la unión de fuerzas opositoras.

			Esto se traduce, en el plano político, en una creciente tendencia al aislamiento, que hace complicadas las relaciones que hacia ambos polos del espectro mantiene la DC.

			Su relación con la derecha se encuentra con el problema de que ésta no quiere repetir la situación de 1964, en la que tuvo que volcarse al centro en la estrategia del mal menor. Ahora la derecha busca generar las condiciones en que el proceso ocurra a la inversa y para ello desplaza su acción de cooptación hacia sectores proclives de la DC.

			La relación izquierda-DC, a su vez, está signada por la persistente actitud de mantener las relaciones en un carácter de bilateralidad, lo que refuerza la tendencia a la disolución de la Unidad Popular y complica la posibilidad de arribar a acuerdos que comprometan a toda la izquierda en su conjunto.

			Por razones análogas (existencia de conflictos internos), en el seno de la Iglesia se observa un proceso de reafirmación de su identidad y de presencia de sectores ideológicos que antes no estaban representados, lo que pareció quedar patente en el encuentro de intelectuales recientemente celebrado en el marco del Congreso Eucarístico, que se caracterizó por la participación importante de los sectores conservadores del pensamiento cristiano.

			Este proceso que vive la Iglesia tiende a potenciar al que le ocurre a la DC, en la medida en que ésta canaliza su acción política a través de aquella, especialmente en provincias.

			LA IZQUIERDA

			El panorama de la Izquierda muestra como su característica más importante la crisis de la Unidad Popular, cuyos indicadores lo constituyen los problemas del Partido Socialista, las relaciones y alianzas de carácter bilateral y la definición de un espacio de construcción programática conocido como la convergencia.

			De los indicadores señalados, el que aparece como más determinante es la crisis del PS, sin cuya presencia la unidad de la izquierda no es factible.

			La acción que el Partido Comunista desarrolla se puede caracterizar como de «presencia sin proyecto», que privilegia más el aparato partidario de la definición de un proyecto alternativo, rasgo este que, por lo demás, es posible extenderlo, en alguna medida, a la mayor parte de los partidos izquierdistas restantes.

			Este hecho explica, en parte, el divorcio entre la cúpula política y la dinámica del movimiento de base que tiende a constituirse como oposición que se articula unitariamente.

			Ello es claramente perceptible tanto en las universidades, con el movimiento estudiantil, como en la base sindical.

			El clima autoritario que irradia el régimen hacia la sociedad chilena no ha podido ser revertido en el interior de las organizaciones de la izquierda, las que muestran signos palpables de acentuación de métodos políticos y organizativos con fuertes connotaciones no democráticas.

			Allí se ahonda más el divorcio entre cúpula y base, toda vez que esta presiona por la definición de espacios y estructuras que permitan expresar sus demandas y definir sus perfiles organizativos, lo que entra en contradicción con el presente partidario de la izquierda.

			Reforzando esta caracterización global anotada, es importante subrayar que la presencia opositora es claramente detectable como movimiento social que traspasa, muchas veces, su encasillamiento partidario.

			Los conflictos en las universidades, las acciones sindicales y la presencia popular en el campo artístico-cultural son indicadores de una capacidad de movilización y de expresión que significan indudables desafíos al régimen, y frente a los cuales este tiene a la coerción como única capacidad de respuesta.

			Pero para la propia oposición es también un desafío el articular las expresiones conflictivas localizadas en una fuerza social y política capaz de erigirse con un perfil alternativo con condiciones de enfrentar al régimen.

			INFORME MENSUAL DE COYUNTURA POLÍTICA Nº 2

			Santiago, agosto de 1980

			El mes de julio aparece plagado de hechos espectaculares. El asesinato del coronel Roger Vergara, el cambio de director de la CNI, la repetición del asalto simultáneo a tres bancos en Santiago y el violento operativo para capturar a los hechores, el misterioso secuestro de dos periodistas ligados a la Iglesia, la toma de terrenos y su desalojo, enfrentamiento entre la Iglesia y el Gobierno, son, entre otros, acontecimientos que se producen en este breve lapso y parecen señalar un cambio en la situación política, cuyo desenlace resulta difícil de predecir.

			En efecto, ni siquiera es clara la información misma de los hechos, e incluso declaraciones de personeros oficiales resultan equívocas, incrementándose una ola de rumores oficiales y especulaciones tan difíciles de probar como desmentir.

			Naturalmente no se está en condiciones de tener informaciones que permitirían dilucidar lo que ha sucedido en cada caso. 

			El quién hizo que, cómo y por qué, parece de menor importancia cuando se analiza e interpreta el clima que ha creado.

			El clima de violencia del último mes, de inseguridad, de enfrentamiento, parece abarcar fundamentalmente a los grupos en el poder.

			Pero no es sólo esto, también adquiere fuerza una ola de fraudes y corrupción que inunda cada vez nuevos frentes.

			El escándalo del IVA adquiere mayor volumen, se descubren irregularidades en el cobro de prestaciones médicas, ganancias excesivas en la comercialización de los «autos populares», a la vez que aumentan los hechos de violencia. Como resultado inmediato resurgen niveles de terror que ya parecían superados y la sensación de estabilidad decrece. 

			LOS MISMOS DUROS, LOS MISMOS BLANDOS

			A pesar de las profusas acusaciones por parte del gobierno, y a pesar de que ellas fueran –al menos en parte– ciertas, respecto a la existencia de un terrorismo de izquierda, resulta que, en todo caso, el enfrentamiento más visible en el último tiempo se produce entre grupos en el poder.

			Baste para ello considerar que, tanto voceros oficiales (Baeza, Mena) como medios de comunicación adictos al régimen (El Mercurio y toda su cadena informativa) insisten en sembrar dudas respecto a quiénes serían los autores de la muerte del coronel Roger Vergara, lo que tiene enorme importancia, independiente de quién haya sido autor.

			Como se señala en el informe anterior, la lucha entre «duros» y «blandos» tiende a cobrar mayor virulencia, particularmente en el mes que recién termina, cuando esas diferencias parecen traspasar el ámbito estrictamente civil, para comenzar a presentarse en el terreno militar mismo.

			La caracterización del general (R) Mena como «blando» y su reciente remoción han sido señalados por la prensa y no desmentidos. Ahora bien, el contenido de la disputa parece centrarse particularmente en el futuro político del régimen, aceptándose, en general, el modelo económico impuesto. Esto no significa que no haya intereses económicos en juego, sino que estos se viabilizan o no a través de determinadas características del régimen.

			Como se apunta en el informe anterior, un régimen institucionalizado o un régimen personalista otorgan distintas posibilidades a cada grupo económico.

			Quizás pueda afirmarse que la definición de la «transición», más que la institucionalidad futura, sea el punto más crítico en esta disputa. No debe olvidarse que según sea quién dirige la transición –y su duración–, determina de hecho el carácter de la institucionalidad futura.

			Es en este enfrentamiento entre grupos de poder donde parece irse acentuando el rigor de los medios utilizados.

			A partir del debate ideológico político –que dadas las características de la situación actual se realiza a través de «centros de estudios» y medios de comunicación de masas–, parece pasarse al uso o amenaza de otros medios. Anteriormente se asiste a la creación de numerosos «centros de estudios», tal cual se señaló en el informe correspondiente al mes anterior. 

			Asimismo, crece el interés en controlar medios de comunicación, particularmente la prensa. Basta aquí recordar que los «duros» buscan comprar el diario La Tercera, que es lejos el de mayor circulación nacional, mientras El Mercurio coordina sus pulsaciones y trata de popularizar y extender la difusión de Las Últimas Noticias.

			Una segunda etapa en esta «escalada» podría encontrarse en la denuncia pública de escándalos y fraudes en que se insinúa veladamente la participación de personas vinculadas al «bando contrario». Tal sería el caso del fraude del IVA y su supuesta relación con el general (R) Contreras. 

			Por último, una etapa en que los sectores en conflicto buscan, y en cierta medida, logran apoyo para sus posiciones al interior del Ejército.

			Tal etapa se manifestaría en hechos como el relevo del general (R) Mena, considerado «blando», por el general Gordon, que se define más por su fidelidad personal al presidente Pinochet, la que se ve reforzada por el hecho de estar en servicio activo y ser –por ende– uno de sus subordinados jerárquicos; el discurso del general Washington Carrasco, reclamando por una mayor presencia institucional de las FF.AA. en la institucionalidad futura; las declaraciones del general (R) Baeza, respecto a la posibilidad de que el crimen del coronel Roger Vergara hubiera sido perpetrado por extremistas que no sean de izquierda.

			En este mismo sentido se inscribiría la aparición de ciertos supuestos «comandos» que actúan directamente en la represión, promoviendo aún más la sensación de enfrentamiento y la eficacia de los grupos más duros para destruir a la oposición.

			El que tales «comandos» existan con independencia de la CNI parece bastante dudoso, según se desprende de las profusas informaciones periodísticas. Cosa esta bastante contrastante con la habitual parquedad o silencio con que los medios de comunicación respondían a hechos semejantes ocurridos en el pasado.

			En esta etapa es donde cobra mayor importancia la posibilidad de trasladar el conflicto a la esfera militar por parte de los grupos civiles en disputa.

			Por otra parte, el aumento de la virulencia en el conflicto puede hacer vacilar el papel de árbitro que desempeña el presidente Pinochet, puesto que, si bien duros y blandos reconocen explícitamente su autoridad, los últimos precisan, a lo menos, neutralizar un tanto su preponderancia personal en la «transición», mientras los sectores más duros intentan presentarse como los únicos confiables en el proceso, empujándolo a encabezar un movimiento de mayor autoritarismo que el actual.

			EL INESTABLE MARCO INTERNACIONAL

			En todo caso, el análisis de este conflicto debe entenderse dentro del marco en que se da. Para los sectores en el poder, la oposición aparece como aislada y desarticulada, como un enemigo ya derrotado y, por lo tanto, no se le considera un peligro para dirimir las diferencias internas.

			Por otra parte, el frente internacional también aparece propicio: la disminución de la virulencia en la crítica internacional al gobierno chileno, el levantamiento de la prohibición de vender armas a Chile por parte del Gobierno inglés y la creciente expectativa del triunfo de Reagan en las elecciones de Estados Unidos, serían, entre otros, indicadores de una mejor posición del régimen chileno en este aspecto.

			Es necesario tener en cuenta, también, que es característico de los regímenes autoritarios la dificultad que presentan para resolver normalmente las controversias que se producen en su seno.

			Al no existir canales regulares de expresión y negociación de intereses, los sectores que, aún dentro de los grupos de poder, pretenden lograr un giro favorable a sus expectativas, suelen necesitar producir profundas conmociones sociales y políticas para lograrlo. Ejemplos en este sentido son los hechos ocurridos en los últimos años en Grecia y Portugal y, en cierta medida, en España.

			No obstante, lo anterior requiere ser matizado. En el llamado «frente internacional» debe considerarse que la posición de EE.UU. sigue siendo adversa al gobierno chileno, al menos en el Departamento de Estado, que aboga por una pronta institucionalización y una cierta «apertura».

			A la vez, el conflicto del Beagle sigue abierto y, aún más, parecen haberse estancado las negociaciones en la mediación. Esta situación tornaría francamente desfavorable la emergencia del nuevo régimen boliviano que, por más derechista que sea, aparece respaldado por Argentina. A su vez, el carácter autoritario de un régimen no impide que en él puedan producirse acuerdos, al menos provisorios, entre sectores en pugna cuando ninguno de ellos está seguro de imponer sus posiciones o cuando aparecen elementos que hagan considerar que la Oposición pueda obtener dividendos de tales disputas.

			Por último, y lo que puede ser básico, la situación de esta Oposición no es tan clara como algunos pretenden. 

			LOS OPOSITORES CON MIEDO Y SIN MIEDO

			Ya se señalaba en el informe anterior el, al menos aparentemente, inmovilismo de los sectores de la oposición, pero también se contrastaba el aislacionismo y autoritarismo de cúpula de estos con la emergencia de movimientos sociales de carácter unitario (expresivos en el ámbito sindical, estudiantil y cultural, principalmente). La situación actual parece mantenerse en esos términos, pero a ellos conviene añadir dos hechos significativos en la materia.

			El primero se refiere a la fuerte reactivación del conflicto Iglesia-Gobierno a raíz de acciones represivas emprendidas por este último en relación a algunos de los hechos de violencia ya señalados. Lo cierto es que, si bien se inician por acciones del Gobierno, la reacción verbal de la Iglesia es suficientemente violenta como para suponer un cambio de giro en su actitud, hasta hace poco bastante más conciliadora.

			La Iglesia –y la DC no puede ser ajena a esto– parece dispuesta a defender a sus «pobres» y a reivindicar sus derechos, articulando, de alguna manera, intereses de sectores opositores que, en su ausencia, sólo podrían recurrir a la izquierda.

			El segundo hecho, quizás anecdótico, pero no menos significativo, es la fuerte silbatina con que el público del Estadio Nacional repudió, durante un partido de fútbol internacional, al general Floody, al hacer este un breve discurso a nombre del gobierno.

			Resulta, además, sintomático, que ese público aprovechara no sólo el anonimato de la multitud, sino la circunstancia de que aún no se encendían las luces del recinto para hacer esa manifestación opositora.

			Esto revela, por una parte, un fuerte sentimiento informe de rechazo al régimen militar, pero, por otra parte, también da cuenta de la persistencia del miedo a expresar tal rechazo.

			LA BÚSQUEDA DE LA «ALTERNATIVA REALISTA»

			En el mismo terreno de la oposición, resulta conveniente distinguir la acción que despliega la Democracia Cristiana en el período. Actuando en forma independiente de cualquier acuerdo con la Izquierda y fomentando buenas relaciones con la Derecha política, utiliza sus medios de comunicación para enfrentar al Gobierno en dos planos principales: el escándalo del fraude del IVA y el proyecto de institucionalización y transición. A estos temas se agrega el del terrorismo y sus intrincadas ramificaciones.

			En términos generales, puede decirse que el tema de fondo sigue siendo la institucionalidad futura y que los otros son utilizados como elementos de presión a su respecto. No obstante, parece claro que el aislamiento de la DC respecto a otros sectores de la oposición busca lograr una aceptabilidad y posible alianza con grupos de la derecha que le permitiría recuperar presencia política y plantear una «alternativa realista» frente al actual régimen.

			En este intento, se inscribiría también la formación de la Asociación Andrés Bello, que reúne a personalidades respetables del quehacer universitario opositor y que resulta convenientemente resaltada por El Mercurio, con dedicación de editorial, aunque lamentando que todavía se encuentren ahí algunos no muy «puros».

			¿LA IZQUIERDA A LA DEFENSIVA?

			Además de lo anterior, en cuanto a presencia de la oposición, tampoco puede descartarse el hecho de que la ultraizquierda actuara en alguno de los actos de violencia reseñados más arriba. De confirmarse esto último habría que considerar lo que significa este nuevo elemento en la política chilena, particularmente las reacciones que suscitaría en los diversos sectores sociales y políticos.

			Frente a la escalada del enfrentamiento «duros-blandos» y a la subsecuente intensificación de la represión, la izquierda parece optar más bien por una posición expectante y defensiva, tal si fuera preferible que las cosas se resolvieran sin su participación.

			Naturalmente que esta actitud es comprensible en términos de esa intensidad represiva, que busca, justamente, que estos sectores se mantengan al margen del conflicto de cúpula. Sin embargo, también parece incidir la sorpresa del momento y la escasa capacidad real de hacer política en trances no tranquilos.

			Los movimientos sociales más fuertes (sindical, estudiantil y cultural) aparecen sobrepasados por los acontecimientos e incluso por la información. Se pierde la perspectiva de la política nacional y las alternativas al régimen político, precisamente en estos momentos en que este pretende institucionalizarse, que muestra sus contradicciones y está logrando, hasta el momento, restringir el debate institucional dentro de los límites que él mismo ha previamente definido.

			Más aún, parece posible en las actuales circunstancias que el aumento del terrorismo –probablemente manipulado– sirva para suscitar prolongadas discusiones en el seno de las agrupaciones de izquierda, permitiendo que cada uno use la presente situación como argumento para sus respectivas posiciones.

			En suma, habría que considerar que la materialización del intento de institucionalizar el régimen, hecho marcado por la existencia de un proyecto constitucional y de una etapa de «transición», parece haber agudizado las diferencias entre «duros» y «blandos» al interior del régimen.

			Esta agudización de diferencias, al movilizar medios cada vez más virulentos, podría llevar eventualmente a soluciones polares, pero siempre dentro de los términos en que las definen esos sectores en el poder.

			Sin embargo, esa posibilidad no es ajena a la presencia y acción de la oposición. Si esta última es débil, la resolución del conflicto se dará según la correlación de las fuerzas nacionales e internacionales que logre cada uno de los principales grupos dominantes.

			Por el contrario, si esta oposición se activa, podrá llegarse a una transacción en la cúpula o, incluso, a proponer una mayor apertura controlada que evite peligros mayores a la subsistencia del régimen. Por de pronto, el clima de violencia parece tender a persistir.

			INFORME MENSUAL DE COYUNTURA POLÍTICA Nº 3

			Santiago, septiembre de 1980

			EL DESENLACE MOMENTÁNEO DEL CONFLICTO DUROS-BLANDOS

			Señalábamos en el informe anterior el clima de enfrentamiento cada vez más violento entre los sectores duros y blandos en que tendía a dividirse el grupo dominante. Desde el momento en que este enfrentamiento comenzó a trasladarse al interior de las FF.AA., la situación se tornó crítica. Los hechos de violencia continuaron los primeros días del mes, como, asimismo, la virulencia de los ataques entre uno y otro sector.

			El cúmulo de testimonios y denuncia públicas, crearon un clima de incertidumbre que levantó voces, especialmente de la Iglesia y de la Oposición, exigiendo el esclarecimiento de los hechos y el fin de la ola represiva.

			Especial mención merece la petición pública de la DC de disolver el CNI y encargar sus tareas a los organismos clásicos existentes.

			Sin embargo repentinamente se acalló toda disidencia interna.

			En términos del conflicto inmediato entre duros y blandos, resulta claro que los primeros salieron triunfantes, imponiendo sus posiciones en el problema crucial de la institucionalidad. Prontamente el millonario fraude del IVA se diluyó en una investigación judicial larga y silenciosa, mientras que la alarma pública causada por la aparición del «Comando de Vengadores de Mártires» fue calmada con el descubrimiento de que tal comando estaría conectado al Servicio de Investigaciones y que se castigaría a los responsables.

			Este último hecho, bastante confuso por lo demás, determina la salida del general (R) 
Baeza, que era, al igual que el renunciado Mena, señalado como del sector blando. Es decir, en corto tiempo quedan eliminados de importantes puestos de Gobierno los que aparecieron como representantes de los blandos.

			PINOCHET RETOMA LA INICIATIVA

			En estas circunstancias es cuando el presidente Pinochet aparece reordenando el panorama con la presentación del proyecto de Constitución, la transición y el plebiscito con que se aprobaría en breve. Como decíamos anteriormente, este proyecto lleva la impronta de los sectores más duros del Gobierno, tal como queda de manifiesto en las modificaciones introducidas al proyecto de la Comisión Constituyente y al proyecto del Consejo de Estado.

			La constitución se hace aún más autoritaria, mientras que se plantea una transición gobernada por el mismo Pinochet por ocho o dieciséis años más.

			Desde otro ángulo, la personalización del poder que se propone podría significar, para las FF.AA., cierta independencia de las responsabilidades de Gobierno. No obstante el hecho de que Pinochet conserve la Comandancia del Ejército dificultaría tal posibilidad.

			Al colocar la inminencia de la Constitución y su prolongada permanencia en el poder, el presidente Pinochet parece retomar la iniciativa. Es cierto que los duros han ganado la pelea inmediata, pero Pinochet, aún apoyándose, en ellos, pretende retomar la plenitud de su poder y consiguiente libertad de acción.

			Los sectores blandos, que, hasta cierto punto, parecieron peligrosas amenazas para la continuidad inalterada del Gobierno de Pinochet, quedan descolocados en la actual situación. En el fondo, el Presidente los enfrenta a la inconfortable situación de quedar fuera del grupo de poder, confundiéndose con la oposición, o simplemente plegarse a la dirección que él imprime al proceso.

			Naturalmente que la primera posición es insostenible cuando no se cuenta con suficiente respaldo en las FF.AA. como para controlar la situación de acuerdo a sus perspectivas.

			A medida que se acerca la fecha del plebiscito, se aprecia cómo el grupo El Mercurio, la Sociedad Nacional de Agricultura, la SOFOFA, entre otros «críticos desde adentro», se vuelcan decididamente al apoyo a Pinochet, confundiéndose con los representantes de los sectores más duros.

			En relación con el proyectado plebiscito constitucional, se organiza una profusa campaña oficial, encabezada directamente por el Presidente. Por cierto que esta campaña, no obstante las apariencias, difiere de las tradicionales campañas presidenciales.

			En la situación actual, la realización del plebiscito y sus resultados carecen de relevancia tanto para la oposición nacional como para la opinión internacional. En consecuencia, la campaña para el «SÍ» y la aprobación plebiscitaria tienen otra finalidad. Por una parte intenta lograr una cierta legitimidad, siquiera inconsciente, al proceso de institucionalización, haciendo participar a toda la población en una «elección» a la cual se le agrega la aureola mítica de procesos similares realizados en el pasado. Por otra parte, y esto parece de mayor importancia para el momento político, precipita una situación en la que obliga a reagruparse a los distintos sectores del grupo de poder.

			LA CAMPAÑA «ELECTORAL»

			Lo anterior se refleja claramente en la campaña electoral (campaña presidencial) que realiza Pinochet propagando los beneficios del «SÍ» y la maldad del «NO».

			El Presidente realiza giras electorales y manifestaciones públicas a través de todo el territorio nacional, discursos públicos y privados, a los que se agrega un conjunto –a veces exagerado– de exhibición de realizaciones y promesas de un futuro aún más esplendoroso que es profundamente publicitado.

			A la vez, se puede apreciar el carácter marcadamente oficial –y hasta personal– de la movilización política a favor de la aprobación del plebiscito sobre transición y constitución. Prácticamente queda encabezada por el Presidente y sus ministros, sin que los frentes (gremial, estudiantil, vecinal) desempeñen un papel de vanguardia como ocurrió para la Consulta del año 1978.

			Lo anterior, sin embargo, no implica que los sectores blandos hayan desaparecido convencidos por la nueva línea. Es cierto que se ven obligados a apoyar «la nueva institucionalidad», pero esta acción adquiere más bien la característica de un repliegue táctico en espera de mejor situación para replantear sus aspiraciones.

			Los sectores blandos no sólo han tenido que optar por el apoyo incondicional a la línea impuesta, empujados por el temor a ser marginados del poder y lanzados a una oposición frontal que aún no están en condiciones de asumir.

			También lo hacen porque perciben que en las actuales circunstancias serían los sectores de la DC los que hegemonizarían esa posición. La alianza derecha-DC se haría nuevamente en términos similares al 64, contradiciendo la pretensión de la derecha de subordinar a la DC a su conducción.

			A su vez esto explicaría en parte la apertura de la DC hacia la izquierda, donde sí puede defender su identidad y la conducción del proceso.

			Esto que denominamos repliegue táctico de los sectores blandos se complementaría con una acción destinada a mejorar posiciones. Al parecer dicha acción se realizaría fundamentalmente en el campo económico.

			Los sectores blandos, al apoyar el proyecto institucional de Pinochet, pretenderían también obtener mejores ventajas en el campo económico. Su insistencia en la necesidad de que el gobierno realice las modernizaciones es presentada ligando claramente las características del régimen propuesto con estas. Mejorando posiciones económicas, podría estar nuevamente en condiciones de discutir sus pretensiones políticas.

			OPOSICIÓN SOCIAL Y POLÍTICA; LAS FUERZAS DE LA UNIDAD

			Desde el punto de vista de la oposición, podría señalarse que la coyuntura despierta una gran activación política, cuyo eje principal está en la DC y el ex presidente Frei.

			Es importante anotar que la actual postura de la DC implica un cierto giro en su orientación. Tal cual decíamos anteriormente, la DC estuvo repetidamente dirigiéndose hacia los sectores de la derecha política a fin de implementar mecanismos de apertura.

			En tales condiciones, se rehuían las aproximaciones hacia la izquierda, aún cuando su posibilidad se manipulara como elemento de presión frente a la derecha.

			La definición que da Pinochet del contenido e itinerario institucional, junto con el repliegue de los sectores blandos en el poder, dejan a la DC sin esa alternativa, razón por la cual la alianza con sectores de izquierda aparece más auspiciosa.

			No obstante lo anterior, es posible afirmar que el factor fundamental que concurre a la formación de una posición de unidad de la oposición está dado por el carácter mismo del movimiento social. Como se señaló en informes anteriores, en la esfera política se habría producido una situación de crisis de la UP y una atomización de los grupos de izquierda. La crisis del PS se presenta en este caso como el elemento de mayor importancia en cuanto a las dificultades de generar un pensamiento de acción y carácter unitario.

			Por el contrario, la acción de las organizaciones sociales adquiere un carácter marcadamente unitario, según se aprecia en los ámbitos sindical, estudiantil y poblacional (incluso cultural). 

			En estos, la unión de acción se realiza no sólo entre la gente de izquierda, sino que también en acuerdo con personas vinculadas al pensamiento DC. Por esta razón es que se puede afirmar que la actual unidad opositora tienen su origen en las organizaciones sociales que presionan fuertemente sobre las estructuras partidarias.

			En términos generales, la unidad de la oposición parte por el consenso que se produce en torno a la deslegitimación del plebiscito. En primer término, el cuestionamiento por los obispos, tanto del plebiscito como del texto constitucional, en su forma y en su fondo, es un primer pronunciamiento de un consenso de rechazo.

			Posteriormente se produce el acuerdo de proponer que la expresión de este consenso sea votar «No» en la consulta plebiscitaria. Independientemente de la alternativa propuesta para el 11 de septiembre por los sectores de oposición, la significación del voto «No» está en el carácter unitario que asume, no obstante que ciertos grupos de oposición propusieron previamente otras alternativas para el día del plebiscito.

			Naturalmente que la unidad de la oposición no puede plantearse meramente el rechazo del proyecto oficial de Plebiscito-Transición-Constitución. Más aún cuando desconfía totalmente de la veracidad de los resultados de la votación.

			La unidad de la oposición se realiza alrededor de un programa básico que Frei se encarga de proponer públicamente al país. El programa aparece suficientemente moderado y amplio como para interesar a todos. Aceptación del plan económico actual aunque con ciertas reformas; integración social de obreros y empresarios, reconocimiento a las FF.AA., recuperación de los derechos personales y ciudadanos y participación política amplia, son los puntos de mayor relevancia.

			En lo inmediato, se propone una transición a la democracia con gobierno cívico-militar de corta duración, asamblea constituyente y restitución de los derechos esenciales.

			Las fórmulas planteadas son simples y reveladoras de un cierto consenso social previo en cuanto a la alternativa política viable en los actuales momentos.

			En todo caso, debe recordarse que el giro de la DC, de apertura no restrictiva a la izquierda, se produce justamente como contrapartida del fracaso de ciertos sectores de la DC de lograr un acuerdo con la derecha, pues esta aparece plegándose momentáneamente a Pinochet.

			La reacción de la izquierda se muestra diametralmente opuesta. Si bien algunos pudieron temer que el rechazo a Frei y la DC por parte de la izquierda fuera suficientemente fuerte como para poner en duda las posibilidades de unificar a la oposición, lo cierto es que el apoyo a la alternativa unitaria encabezada por aquellas ha resultado masivo y entusiasta.

			Esto último constituye un elemento que necesariamente estará presente en el futuro próximo. En cierta medida, la izquierda ha aprovechado el clima electoral para mostrar dos aspectos claves: su vitalidad actual y su disposición al diálogo en pro de la apertura política.

			DESPUÉS DEL 11, ¿QUÉ?

			El mes de agosto aparece centrado en la convocatoria a plebiscito sobre Transición y Constitución, y el alineamiento que se produce en las fuerzas sociales y políticas del país frente a este evento.

			No obstante, a medida que se acerca la realización del plebiscito y frente a los futuros resultados ratificadores del proyecto gobiernista, el interés político se orienta por un dilema más sustantivo: después del 11, ¿qué?

			A despecho de las declaraciones oficiales, en el último tiempo se ha ido constituyendo una alternativa al continuismo autoritario de Pinochet.

			Esta alternativa fue anunciada públicamente en el Caupolicán y, de acuerdo a la tradición política chilena, tiene su personaje: Frei. De esta manera, Pinochet y Frei aparecen como los líderes indiscutidos de cada una de las corrientes propuestas.

			Más aún, sería difícil pensar en posibles reemplazantes de uno y otro. Pero esta personalización de las alternativas debe entenderse dentro de la coyuntura política específica que no necesariamente se proyecta al largo futuro.

			En efecto, el momento actual parece otorgar validez a la alternativa planteada por la oposición ahora, pero, como se ha indicado reiteradamente, el afianzamiento del autoritarismo político puede conducir a otras alternativas.

			Particularmente, en la situación actual hay que tener presente que, en gran medida, la DC fuerza la unidad de la oposición en torno a sus posiciones y a sus representantes. De esta manera, la izquierda adhiere a la solución propuesta por la DC, pero adhiere justamente por considerar que esa es una alternativa no sólo válida, sino que «realista», viable, detrás de la cual podrían agruparse fuerzas suficientes como para imponerla.

			Sin embargo, es poco probable que esta unidad de la oposición resista a un desencanto de proporciones. No se trata en este caso del calculado desencanto de los resultados electorales, sino del que produciría la conciencia de la inviabilidad del proyecto alternativo planteado por Frei.

			Respecto de lo anterior, se presenta un problema difícil de solucionar para la factibilidad del proyecto de oposición. Este proyecto implica un llamado a la Unidad Nacional, donde todos tendrán cabida. Sin embargo, el alineamiento de fuerzas sociales y políticas de derecha alrededor de Pinochet, abandonando previas posiciones aperturistas, deja al programa de unidad nacional cojeando de la «pata derecha». Esta situación dificulta enormemente las posibilidades reales del proyecto alternativo ofrecido, lo que puede conducir a la ruptura de la unidad de la oposición en busca de soluciones más viables o radicales.

			Las posibilidades de impulsar, después del 11, el proyecto que hoy unifica a la oposición, encuentra dificultades que pueden resolverse según el juego de dos factores.

			Por una parte, la fuerza propia que adquiere el movimiento de oposición en los distintos frentes sociales. Por la otra, la capacidad de integrar al movimiento opositor sectores significativos de la derecha política y económica.

			En cuanto a esto último, es lícito considerar que el alineamiento de todos los grupos en el poder en torno al proyecto de Pinochet es sólo momentáneo y que permanecen abiertas futuras negociaciones con sectores DC.

			Por último, la reticencia de los sectores blandos de inclinarse –aunque sea indirectamente– a la oposición también dependerá de la actitud que los sectores más duros tengan con ellos. Un exceso de presión de estos últimos puede llevar a los blandos a realizar un balance más favorable a la oposición.

			INFORME MENSUAL DE COYUNTURA POLÍTICA Nº 4

			Santiago, octubre de 1980

			EN GENERAL

			Durante el mes de septiembre se han producido acontecimientos que corresponden ajustadamente a las expectativas que se tenía el mes anterior. En efecto, la realización del plebiscito constitucional, tanto en sus resultados numéricos como en las reacciones que provoca, no produjo ninguna sorpresa. No obstante, una cosa es la expectativa y otra la vivencia, y el comportamiento de los grupos sociales y políticos no se conforma con la contemplación de la realización de la expectativa.

			Por otra parte, hay que tener presente que no solamente opera en esta circunstancia particular la expectativa intelectual y consciente, sino que también existió una cierta expectativa oculta que se alimentó con la fuerza mítica de la palabra elecciones. Esto último resulta esencial para comprender la actitud de la oposición con posterioridad al plebiscito.

			Es indudable que el hecho político de mayor importancia en el mes fue la realización del plebiscito constitucional que marcó la validez formal del Proyecto Constitucional del Gobierno, junto con las normas sobre transición y la ratificación del general Pinochet, a lo menos, por ocho y medio años más. En tales circunstancias, parece conveniente revisar tanto el planteamiento electoral inmediato como el realineamiento de los grupos de gobierno y oposición frente al hecho cierto de que se dé por iniciada una nueva etapa del régimen político imperante.

			ÉRASE UNA VEZ LAS ELECCIONES

			Desde el punto de vista formal podría señalarse que el principal hecho político del mes consiste en la decisión gubernamental de establecer jurídicamente los plazos y el procedimiento que se pretende seguir para lograr la institucionalización definitiva del país.

			En cierto sentido, se estaría dando por terminado el período de emergencia para entrar al llamado período de transición y llegar a la normalidad. Anteriormente ya se conocía esta periodización, pero sobre la base de señalarse su recesión de acuerdo al cumplimiento de «metas y no plazo». Ahora quedan señalados los plazos y procedimientos.

			Si se recuerda que el antecedente inmediato de la intención gubernamental de plebiscitar la Constitución y transición del régimen fue la agudización del conflicto duros-blandos dentro de los grupos en el poder, es fácil concluir que aquella es una forma de poner fin o frenar esta disputa. Sin embargo, la necesidad de dar continuidad y estabilidad al régimen es un problema político que abarca mucho más allá de la eventualidad de conflictos internos al grupo en el poder.

			Podría decirse que este conflicto interno impulsa la oportunidad y ciertas especificaciones del proyecto institucional, pero no es la causa directa de este.

			Sólo desde una perspectiva de política nacional puede entenderse la actividad desplegada en torno al plebiscito. El gobierno crea e impulsa un ambiente electoral y hace entrar en él a todos los sectores sociales y políticos del país. Ahora bien, es cierto que a través de esta iniciativa logra rearticular la unidad básica de los sectores que lo apoyan, pero es aún importante ver hasta qué punto logra desarticular a la oposición y obtener beneficios en la legitimación del régimen.

			En cierto sentido, la táctica gubernamental de presentar una situación electoral de enfrentamiento Gobierno-Oposición que se decide en las urnas parece haber resultado exitosa.

			Si bien los personeros de la oposición aparecen descalificando la validez del plebiscito, no pueden eludir la obligación de concurrir al acto. Aún en condiciones absolutamente desmedradas, hacen campaña por el NO, apareciendo como contraparte del Gobierno que, con todos los medios a su disposición, solicita el SÍ a la ciudadanía. En tales condiciones, al menos en lo inmediato, los resultados que presente el gobierno tendrán un impacto de importancia en el sentir de la población, por muy impugnados que ellos sean.

			Quizás sí tenga mayor permanencia que este sentimiento inmediato postelectoral el tipo de argumentos que sirvieran de base a las plataformas electorales de Gobierno y Oposición.

			El Gobierno se centró en dos aspectos: por una parte la creación de un cierto clima de temor a la catástrofe política y económica que significaría el NO, como si ello implicara el retorno a la caótica situación de los últimos días de Allende. Por otra parte, el énfasis en las realizaciones económicas de los últimos tres años, particularmente aquellas que se proyectan en acceso al consumo para ciertos sectores sociales.

			A su vez, la oposición parlante puso el énfasis en el rechazo al autoritarismo imperante, principalmente en lo relativo a la desmedrada situación de los derechos humanos. La crítica al modelo económico fue relativamente leve y dirigida a la proposición de reformas que limitaran sus excesos.

			Si bien se mira, la propaganda electoral –tanto la apabullante del gobierno como la artesanal de la oposición– se dirige básicamente a un sector social: las capas medias. Esto significaría el reconocimiento de que los otros sectores sociales ya están definitivamente orientados en sus posiciones respecto al régimen político imperante y el modelo socioeconómico que impulsa. Al parecer, el proceso de polarización social pasa a constituirse en un hecho para los personeros políticos y, como en otros tiempos, es la recurrencia a las supuestamente anchas capas medias la que permitiría mantener o mejorar posiciones en el conflicto político.

			EL PROGRAMA PRESIDENCIAL

			Uno de los efectos más directos de la decisión gubernamental de fijar etapas y plazos de institucionalización es que el régimen ya no puede seguir presentándose como de respuesta al marxismo y de restauración de la situación que este deterioró, se hace necesario formular un programa a futuro que se presente como el elemento justificatorio del período que se inicia.

			Fundamentalmente para las FF.AA., su legitimación en el poder arrancaba primordialmente del golpe militar de 1973, pero tal legitimación no puede proyectarse indefinidamente.

			El acto electoral recién realizado pretende no solo mostrar apoyo a la labor realizada por el Gobierno, sino que también serviría para constituirlo a futuro sobre la base de la voluntad nacional que acepta el programa que el general Pinochet ofrece. Independiente de que tal voluntad ciudadana haya podido expresarse libremente o no, e independientemente de si esa expresión ha sido o no reconocida públicamente, lo cierto es que se esgrime como elemento legitimador y, en alguna medida, el gobierno debe hacerse responsable de determinadas realizaciones que ofrece cumplir en el período para el cual habría sido elegido.

			El gobierno vuelve a poner énfasis en los aspectos económicos y en la práctica se pretende alcanzar durante el período la meta de «Chile, país desarrollado». Naturalmente que tal slogan tiene una función orientada fundamentalmente a la propaganda, pero, en todo caso, establece ciertos indicadores específicos de mejoramiento económico nacional.

			No obstante, el problema fundamental sigue siendo para el Gobierno la creación de un nuevo esquema político-social capaz de sustituir al régimen de partidos anterior, puesto que no se ve aún cómo el modelo imperante pudiera controlar la situación de un sistema de partidos.

			Quizás, la idea que más fuerza adquiere entre los sectores más duros del Gobierno es la creación de un tipo de Estado que excluya a los partidos políticos y constituya a las FF.AA. como parte integrante en la dirección de aquel. En alguna medida, persiste la idea de implementar un sistema de corte franquista. Como plan alternativo el gobierno tendría que lograr formar un partido político capaz de aglutinar no sólo a la derecha, sino al centro político, que pasaría a ser dirigido por aquella.

			Estas especulaciones cobran fuerza cada vez que el ejecutivo anuncia la repetida fórmula de crear un movimiento político de apoyo al régimen.

			El reciente anuncio del general Pinochet de crear un frente cívico-militar casi no alcanzó a formularse antes de perder vitalidad. De no mediar cambios políticos de importancia, no parece probable la formación de tal movimiento político, fundamentalmente por la resistencia que podría encontrar en las propias FF.AA. 

			DOY PARA QUE DES

			Como señalábamos anteriormente, el antecedente inmediato del llamado a plebiscito fue la agudización del conflicto de los sectores «duros» y «blandos» al interior del grupo dominante.

			Posteriormente tal conflicto parece desaparecer completamente y el régimen recupera su consistencia monolítica.

			Básicamente, la solución de Pinochet habría consistido en apoyarse en los «duros» (lo que se vería en la Constitución y transición propuesta) para negociar con los «blandos», que se verían obligados a hacerlo para no ser confundidos con la oposición, quedando fuera del esquema de gobierno.

			Resultaría absurdo pretender que las diferencias entre estos sectores desaparezcan, aun cuando la necesidad de enfrentar unidamente a la oposición haga desaparecer sus expresiones. Por el contrario, es de esperar que dichos sectores mantengan su pugna en orden a dirigir el actual proceso. En tal sentido, el realineamiento de los «blandos», que aparecieron apoyando una Constitución y una Transición que no los satisface plenamente, es un típico repliegue táctico.

			Por otra parte, este realineamiento de los «blandos» no es meramente obligado por la decisión presidencial, sino que es negociado, lo que demuestra la fuerza que mantiene este sector, fuerza que tiende a aumentar al mediano plazo en la medida que pasa a representar la única clase política del régimen.

			Por el momento, los blandos se muestran profusamente en el apoyo y hasta aparecen «robándoles el triunfo» a los duros, pero, a la vez, empiezan a reclamar cada vez con mayor insistencia el cumplimiento de las «modernizaciones», lo que en la práctica implica la privatización de las mayores actividades del Estado que son susceptibles de beneficio económico (empresas estatales, gran minería, previsión social, etc.).

			OPOSICIÓN: ¿QUIÉN ES DUEÑO DE LA UNIDAD?

			Si bien es cierto que el plebiscito constitucional mostró claramente la unidad de la oposición para enfrentar al Gobierno, esta unidad desde el comienzo presentó problemas y su continuidad seguirá presentándolos.

			En primer lugar, hay que tener presente que en gran medida esta unidad es impuesta según los términos de la DC, que es la que en las actuales circunstancias tiene la capacidad de hacer política con publicidad tolerada.

			Tanto la decisión de concurrir a votar NO como el proyecto de transición política son puntos que la DC propone y a los que la izquierda adhiere.

			Por otra parte, tampoco se puede olvidar que durante todo el período autoritario la DC ha mantenido una actitud oscilante entre la unidad con la derecha o la unidad con la izquierda, que se define momentáneamente según la correlación de fuerzas y factibilidad de volver a tener presencia política significativa en la vida nacional. En tales circunstancias, la DC pretendería definir su propia política frente al régimen sabiendo que ni siquiera necesita solicitar el apoyo de la izquierda, pues este es obligado (algo similar a lo que hizo con la derecha en 1964).

			No obstante, este cálculo político de la DC se vio con dificultades en la movilización misma en torno al plebiscito. Al parecer –y la concentración en el Caupolicán sería una muestra–, la izquierda, aún políticamente desarticulada, cuenta con una capacidad social de movilización que no puede dejar de preocupar a la DC, en cuanto a su liderazgo de la oposición, y que puede afectar la adhesión de sus propias bases sociales.

			Dicho en otros términos, ciertas capas medias que apoyan a la DC en su programa de democratización y que han creído que cuenta con algunos «contactos» de alto nivel que lo hacen factible, vacilarían en su apoyo si ven que esa finalidad requiere de una vigorosa movilización popular.

			En cuanto a la izquierda política y a los sectores sociales que se suelen orientar por ella en este país, la unidad con la DC tiene vigencia en el corto plazo ante la expectativa de lograr cambios significativos en la situación política.

			Desde el momento en que la DC demuestre no tener capacidad para negociar cambios desde arriba, y que la vía de la participación política aparezca cerrada, es posible que abandone su adhesión a la unidad con la DC en condiciones desmedradas.

			Como ya ha sido señalado por muchos, no sería extraño que en la izquierda adquirieran cierta vigencia procedimientos de acción política en que la violencia no esté excluida. Naturalmente que los resultados de tal tipo de acción parecen actualmente inciertos.

			¿CUÁNTOS VOTOS TIENE USTED?

			El plebiscito se planificó y realizó de acuerdo a las condiciones que el Gobierno impuso.

			Los resultados de la votación publicados favorecieron al Gobierno en una proporción que corresponde exactamente a lo que este requería: suficientemente alta como para resultar aplastante, pero no demasiado como para resultar inverosímil.

			Ahora bien, dados los planteamientos enfrentados respecto a la validez del plebiscito, resultaba lógico esperar que, una vez conocidos los resultados, el Gobierno los presentara como intachables y la oposición denunciara el fraude.

			También era de esperar que, en los sectores de la oposición, el peso de la tradición electoral provocara un sentimental desaliento por la «derrota», no obstante se hubiera denunciado previamente al acto como una maniobra fraudulenta cuyos resultados estaban predeterminados.

			Lo que sí pudiera parecer extraño es que en torno al resultado se produjeran dudas o debate, entre los personeros políticos de la oposición y los intelectuales, respecto a si la distorsión de ellos corresponde a un fraude electoral directo o es la consecuencia de la manipulación ideológica que puede hacer un gobierno autoritario que cuenta con todos los medios adecuados.

			En términos generales, tal discusión no afecta a la descalificación del acto que hace la oposición. Sin embargo, puede tener enorme importancia respecto a la planificación de la acción política de esta.

			Por cierto que la demostración de uno u otro argumento, como decisivo en el resultado electoral, resulta actualmente imposible. De todas maneras, es lícito señalar los antecedentes que hacen más plausible alguno de ellos y que a la larga pueden imponerse en la conciencia opositora.

			Al respecto, quizás, lo más importante consista en señalar que el NO al plebiscito se constituyó socialmente antes de su realización. Lo que se quiere indicar con esto no es sólo el consenso político opositor en torno a una iniciativa, sino el apoyo que ella encontró en diversos sectores sociales (agrupaciones sindicales de mayor importancia, iglesia, organizaciones estudiantiles, personalidades, etc.).

			A su vez, el apoyo al proyecto gubernamental aparece bastante débil, incluso desminuido frente a otras oportunidades en que el Gobierno solicitó la adhesión ciudadana.

			Esta situación se revela incluso en la orientación de la campaña publicitaria del Gobierno, que pone énfasis en que lo apoyará «el hombre solo, enfrentado a su conciencia en el secreto acto de marcar el voto».

			Talvez el peso de la argumentación de los que piensan que fue primordial la «manipulación de las conciencias», radica en la «fuerza de los hechos». Vale decir, el Gobierno desafió e incitó a la oposición a ir a ver el recuento de votos, y los que fueron contaron sólo un poco menos que los que publicó el Gobierno; sólo parecería alegable el fraude no decisivo.

			Lo que es de una importancia crucial es que la aceptación de estos hechos implica considerar que el Gobierno del general Pinochet asumió realmente el riesgo de perder la elección, estuvo dispuesto a irse si perdía el juego, un juego en que, por muchas encuestas que haya hecho, no podía predecir el resultado.

			En todo caso, mientras se mantenga la creencia de que el Gobierno tiene capacidad de «manipular» un apoyo mayoritario, aumentarán las dificultades para impulsar una movilización opositora unida, puesto que no se vislumbrarían posibilidades de éxito en el corto plazo.

			DEFINICIONES EN COMPÁS DE ESPERA

			El plebiscito, no obstante las grandes decisiones que se supone significa, no logra aún cristalizar en opciones políticas claras tanto en el Gobierno como en la oposición. Por el contrario, en el período que nos ocupa parecen subsistir variadas expectativas.

			En cuanto al esquema de Gobierno, lo que se plantea es fundamentalmente su prolongación sin mayores alteraciones, salvo el señalar plazos que por su extensión no tienen una incidencia inmediata.

			La proposición de un vago programa de Gobierno, que sólo proyecta el actual modelo económico y no define aún el esquema político social que se pretende institucionalizar, parece dejar las cosas en el lugar que estaban.

			Por su parte, la oposición, a pesar de haber intentado trazar una línea alternativa al proyecto que el Gobierno ratifica en el plebiscito, encuentra crecientes dificultades en mantener no sólo la unidad política difícilmente alcanzada, sino que no logra implementar una línea alternativa en la medida que encuentra problemas para articularse con los sectores sociales que supuestamente representa.

			En términos gruesos, se podría afirmar que durante el período se produce un triple triunfo del Gobierno en relación a la oposición: logra hacer participar a la oposición en la votación del plebiscito; logra que la oposición entre en la campaña electoral; logra introducir dudas en la veracidad del fraude electoral masivo, relegándola a la discusión del pequeño fraude.

			Este triple triunfo tiene importancia en la medida que sirve de base para plantear la legitimidad del período gubernamental que se inicia.

			El costo es la unidad de la oposición que, aún vacilante, pudiera comenzar a impulsar con más fuerza un proyecto alternativo al vigente. Además, corre el riesgo, talvez calculado, de empujar a sectores sociales y políticos hacia la desesperación.
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			SABOREANDO EL TRIUNFO Y LA DERROTA

			Como suele suceder, después de un período de fuerte activación política, se entibia la leche y se acomodan las sillas. En el caso, el Gobierno definió los plazos y los procedimientos del llamado período de transición y pretende que se acepte que ello ha quedado definitivamente ratificado con el plebiscito. Para la oposición pública, esto es un dato que no se puede eludir. Y la calma se extiende como la mantequilla en el pan. Para los grupos en el poder es la solidez y confianza; para los opositores, un desencanto y golpearse el pecho con duras realidades.

			Es el momento, después de la arremetida opositora contra el régimen, el plebiscito, el general Pinochet y todo; antes que se produzcan definiciones maduras respecto al futuro de la acción política. Podría decirse que subsiste y se ensancha aquella sensación de derrota que provocó en la oposición la publicación de los resultados electorales por el Gobierno. En efecto, a medida que han transcurrido los días, los personeros políticos e intelectuales de la oposición han llegado a aceptar, casi unánimemente, que el resultado electoral oficial corresponde al que la ciudadanía emitió el 11 de septiembre. En esta visión, las inconexiones o fraudes que pudieran haberse cometido no alterarían sustancialmente el resultado.

			En el informe anterior se hizo un análisis más extenso de este problema. Si se vuelve a él, es por la fundamental incidencia que está mostrando en términos de proyecciones de acción política.

			Para la oposición, aparece como distinto el tipo de acción política a adoptar según piense que hubo un fraude electoral masivo que alteró sustancialmente las cifras, o que las cifras oficiales son aproximadamente reales, no obstante ellas se hayan logrado a costa de una «manipulación de las conciencias» debido a las circunstancias bajo las cuales se realizó el plebiscito (estado de emergencia, proscripción de partidos, mínimo acceso a los medios de comunicación para la oposición y casi monopolio de ellos para el Gobierno, «campaña del terror», etc.).

			Es sabido que los sujetos orientan su acción según lo que creen que es, independientemente de lo que objetivamente sea. Y lo que importa señalar aquí es que la oposición (al menos los personeros e intelectuales de quienes se tiene noticias) tiende a aceptar el hecho de que, en las circunstancias que se produjo, la ciudadanía apoyó mayoritariamente al Gobierno y su proyecto.

			Lógicamente, los representantes políticos de los grupos en el poder creen aún con mayor firmeza en este apoyo ciudadano. De aquí que el Gobierno exija acatamiento a los opositores si es que pretenden entrar al juego político.

			Y TALVEZ VAYAN A FORMAR PARTIDOS

			Uno de los elementos que mayor fuerza tienen para definir el reciente mes como de reflujo de la lucha política, parece ser la notoria desaparición de la disidencia interna. Que haya «duros» y «blandos» dentro de los grupos en el poder llega a encontrarse, a lo menos, dudoso. Los grupos en el poder parecen haber encontrado la unidad en torno a la figura del general Pinochet y al proyecto de transición y Constitución plebiscitado. El Gobierno se muestra ahora monolítico y se cierran las aparentes fisuras que pudieron llevar la esperanza, a ciertos sectores de la oposición, de que existían aliados potenciales, al interior del régimen, que eventualmente podrían ser favorables a un cambio político. Incluso el planteamiento de Frei, de crear un gobierno de transición cívico-militar, hizo creer a más de alguno que había contactos con grupos en el poder que hacían viable tal planteamiento. La muy publicitada pugna duros-blandos en los meses inmediatamente anteriores presentaba esto como verosímil.

			Después de la definición institucional del 11 de agosto cesó esa pugna o, al menos, sus expresiones visibles. Después del plebiscito del 11 de septiembre duros y blandos aceptaron todas y cada una de las características de la nueva institucionalidad.

			No obstante, las diferencias entre los grupos en el poder no han desaparecido, sino que han cambiado de objetivos. Ya no se trata de las diferencias respecto a la nueva institucionalidad. Ahora de lo que se trata es de prepararse para jugar, dentro de esa institucionalidad, un papel protagónico.

			En tal sentido, los distintos sectores en el poder tienden a la constitución de agrupaciones políticas y, eventualmente, partidos políticos. El tránsito entre duros y blandos se hace cada vez más difícil, en la medida que los grupos logran mayor organicidad. Asimismo, es posible advertir que en cada uno de estos sectores se forman subsectores que entran en la dinámica de la organización política.

			Como ya se ha señalado otras veces, talvez lo más expresivo de esta orientación está en la carrera por el control de medios de comunicación de masas. El alineamiento del diario La Tercera hacia los sectores duros, la reorientación del diario Las Últimas Noticias hacia una posición más popular y con capacidad de una cierta crítica del gobierno. De la misma manera los grupos constituidos alrededor de las revistas Qué Pasa (Cubillos), Realidad (Jaime Guzmán) y Ercilla.

			Naturalmente que estos grupos no se forman este mes, pero sí puede percibirse en este momento una evolución hacia dentro, hasta cierto punto organizacional, realizada teniendo en la perspectiva el proceso de institucionalización ya trazado. Estos movimientos políticos se inscriben dentro de los límites trazados por el Gobierno y su perspectiva apunta a la futura vigencia de una institucionalidad donde pasarían a desempeñar un papel preponderante. Ello en la perspectiva de que el proyecto institucional se siga desarrollando en ese sentido y no se congele en un puro predominio militar que excluya el partidismo político.

			LA OPOSICIÓN A SU RINCÓN

			Definida la institucionalidad futura, la oposición tiene que ser ubicada. De acuerdo a lo que se indicaba antes, el hecho de que los personeros políticos de oposición, fundamentalmente demócrata cristianos, tiendan a optar por la idea de la «manipulación de conciencia» antes que por la de «fraude masivo» respecto a los resultados electorales presentados por el Gobierno, implica opciones también determinadas en cuanto a estrategia política.

			Consciente de esto, el Gobierno trata de forzar la decisión de la DC exigiendo acatamiento. El «caso Zaldívar» se explica en este contexto. Lo que al Gobierno le interesa es ratificar su legitimidad, particularmente la legitimidad futura cuyo fundamento estaría en el plebiscito y los resultados que presenta.

			En tanto la DC retrocede aceptando la realidad de los resultados electorales –por mucha «manipulación de conciencia» que haya habido–, el Gobierno le corta espacio, le exige la aceptación de su legitimidad si es que quiere postular a participar en el nuevo juego político como oposición.

			La prohibición de retorno de Zaldívar al país, si bien puede haber sido impulsada por los sectores más duros para quitarle interlocutores a los blandos con la DC, parece ser más bien una política generalizada de los grupos en el poder tendiente a reafirmar el modelo institucional.

			Frente a este hecho, lo que la DC reclama es justamente que se le fijen los límites dentro de los cuales pueda actuar válidamente como oposición.

			Hasta cierto punto, la argumentación sería aproximadamente la siguiente: si los resultados del plebiscito son reales, y si lo fueron en las circunstancias determinadas en que funciona el autoritarismo, entonces la posibilidad de mejorar posiciones radica justamente en lograr la aceptación de la calidad de oposición en el interior del régimen, para tener acceso a los mecanismos que influyen en la conciencia ciudadana. Dicho en otros términos, llegar a ser una especie de partido similar al MDB (el partido opositor en el régimen brasileño).

			Por cierto que esta es una alternativa que aún no se ha constituido, y es difícil pronosticar su éxito. Sin embargo, la actitud que asume la iglesia en el período analizado es significativa al respecto. La asistencia del cardenal a la firma del decreto que promulga la nueva Constitución, y la posterior invitación que le hace al general Pinochet para que asista a la clausura del Congreso Eucarístico, «como representante de la Nación», indican un cambio de actitud en la misma dirección.

			BUSCANDO EL ESLABÓN PERDIDO

			En cuanto a los otros sectores de oposición, tanto social como política, la situación parece diferente. La unidad de la oposición, formada en torno a los planteamientos de la DC frente al plebiscito, se ha ido diluyendo paulatinamente.

			La tendencia de la DC, reseñada previamente, implica un cierto alejamiento de las posiciones izquierdistas, un nuevo intento de mostrarse «limpia» para el Gobierno, depurada de cualquier relación con el sector político que queda definitivamente fuera del régimen. La diferencia es que ahora no pretende entrar en el gobierno o formar alianza con un sector de éste para plantear un proyecto alternativo, sino que tiende al aislamiento para ganar el papel de oposición permitida en el nuevo esquema. El problema radica en que tal actitud podría, eventualmente, acarrearle ciertas dificultades en cuanto al control de los movimientos sociales.

			Por lo pronto se puede señalar que la unidad opositora, que se ha ido constituyendo hace ya tiempo en el ámbito de los movimientos sociales, se sigue mostrando bastante activa.

			En el ámbito universitario se han producido nuevas acciones opositoras unitarias, particularmente en la Universidad de Concepción y la Federico Santa María.

			En el plano sindical, el pronunciamiento en defensa de la nacionalización de las minas por parte de dirigentes del cobre y del petróleo, el unánime movimiento de protesta en Caletones (Cobre) que culminó exitosamente para los trabajadores, así como la persistencia de la huelga legal en PANAL, muestran la vitalidad unitaria de la oposición.

			En la esfera propiamente política de la izquierda también parecen producirse algunos efectos relacionados con los acontecimientos que se inician el 11 de agosto con los anuncios del general Pinochet respecto a la nueva Constitución, la transición y el plebiscito, y que el Gobierno hace culminar con la presentación de los resultados de este último.

			En alguna medida, aquí también se enfrenta el dilema de si tales resultados corresponden a un «fraude masivo» o a una «manipulación de conciencia», puesto que a corto y mediano plazo la aceptación de una u otra tesis tiene connotaciones de importancia respecto a la estrategia a optar. Pero no parece haberse adoptado una resolución definitiva al respecto por todos los grupos.

			Aquellos más ligados a la DC por centrismo tienden a seguir los planteamientos de ésta en cuanto a reclamar que se fijen los límites (los más anchos posibles) dentro de los cuales pueda actuar legalmente la oposición.

			Las grandes corrientes de la izquierda en Chile, socialistas y comunistas, se saben fuera del esquema institucional. En consecuencia, si no deciden suicidarse políticamente, su interés central sigue siendo el cambio del régimen político. En la medida que la DC tienda a integrarse como oposición al régimen y que la llamada «derecha democrática» se muestre cada vez más débil, se aleja la posibilidad de jugar políticamente como apoyo para que esos sectores logren una apertura en la cual puedan tener cabida. Es lógico esperar que se mantengan en primer plano los problemas de organización política y es difícil que se produzca una línea unitaria en cuanto a la acción. Al menos mientras alguna no se muestra exitosa.

			En este punto resulta importante consignar la denuncia del Gobierno de que los últimos actos de violencia política opositora –la ola de incendios intencionales en locales claves– sería obra de miembros del Partido Comunista. Si esto se confirmara, significaría un cambio de importancia en la orientación de ese partido –hasta ahora bastante pacifista y reiteradamente buscando un acuerdo, aún desmedrado, con la DC–, talvez acorde con la declaración de Luis Corvalán, respecto a la eventualidad de una alternativa violenta para Chile.

			En todo caso, y tal como se ha señalado en informes anteriores, las posiciones más proclives a la «acción directa» pueden adquirir mayor atractivo para ciertos sectores de la oposición en circunstancias que las acciones orientadas en otro sentido se muestren inútiles.

			Por otra parte, la estrategia actual de la DC y la convergencia que buscan todos los grupos socialistas produce el aislamiento del PC, frustrando sus viejos anhelos de política de alianzas. Es posible aventurar que para lograr una mejor ubicación dentro de la oposición, los comunistas no sólo se interesen en problemas de su propia organización, sino que, de alguna manera, pretendan mostrar eficacia en la acción política. Tradicionalmente sería de esperar en la movilización sindical, pero nada descarta técnicas novedosas.

			¿EL MUNDO VA PARA ALLÁ?

			El panorama internacional parece tornarse ampliamente favorable para el régimen chileno.

			La visita a Chile del presidente del Brasil parece haber terminado definitivamente con el aislamiento que sufrió el país a raíz de la intervención militar del año 73. Constituye un triunfo para el general Pinochet, que resalta más aún en cuanto se produce justo inmediatamente después del plebiscito que, según los resultados publicados, aprobó la nueva institucionalidad. Esta visita es relativamente pobre en resultados efectivos tanto a nivel económico (Brasil sigue cerrando sus fronteras a la importación chilena) como estratégico. En esto último, porque el presidente Figueiredo parece embarcado en una campaña de unificación latinoamericana para lograr mejorar posiciones con respecto a Estados Unidos, de manera que no querrá dar motivo a ningún país de la región para que le retire a su amistad.

			Por otra parte, las relaciones con los países limítrofes, salvo Argentina, parecen también mejorar. El presidente Belaúnde del Perú da muestras de querer normalizar las relaciones con el gobierno chileno. Mientras que el general García Meza, luego de un preámbulo beligerante hacia Chile, parece haberse olvidado del asunto, más preocupado de reafirmar su autoridad en Bolivia, a la vez que muestra fuertes afinidades ideológicas con el gobierno chileno.

			El problema grave sigue siendo el conflicto austral con Argentina. La mediación papal parece haberse entrampado frente a la intransigencia de las partes. Dado el caso de que en ambos países rigen gobiernos autoritarios de las FF.AA., resulta delicado para los jefes de gobierno aparecer ante su principal base de sustentación como cediendo en algo en que los militares son particularmente sensibles.

			Por otra parte, para los regímenes imperantes, el conflicto externo, o su amenaza, continúa siendo el mejor argumento para reclamar la unidad nacional y mantener el monolitismo de las FF.AA. Parece, pues, difícil la resolución de tal conflicto.

			La elección de Ronald Reagan para la presidencia de EE.UU., y el vuelco que se produce en ese país hacia posiciones más duras en la derecha, constituyen un acontecimiento que es visto como particularmente positivo por el gobierno chileno. Si bien no se sabe aún cuál va a ser la repercusión concreta que esto tendrá en nuestro país, y aunque algunos vaticinen cambios poco importantes, lo cierto es que el régimen podría ver considerablemente mejorada su posición en el ámbito internacional. Al menos si se cumplen las expectativas que sobre la nueva situación política norteamericana se tienen. Hay que tener presente, sí, que sobre la política de Carter se tuvo también grandes expectativas –aunque de signo contrario– que en la práctica no parecen haber tenido mayor efecto en la situación chilena.

			Lo que parece de mayor importancia en este momento es el impacto interno que tienen los resultados de las elecciones norteamericanas. En efecto, después de mucho tiempo de repetir que la orientación política adoptada por el régimen era el anticipo del futuro político mundial, el giro norteamericano pareciera corresponder a tal designio. En este sentido, el fortalecimiento ideológico de los grupos en el poder puede resultar considerable, particularmente de aquellos más duros y más reacios a la contaminación democratizante.

			Para todos los grupos en el poder, el triunfo de los republicanos en EE.UU. es bueno. Talvez pueda reforzar, momentáneamente, la posición de los más duros. Aunque lo más probable es que los distintos grupos en el poder entren a disputarse una relación privilegiada con el nuevo gobierno.

			En cambio, el sector político más desfavorecido con las elecciones norteamericanas parece ser la Democracia Cristiana. Si de Carter no obtuvo nunca un apoyo decisivo, de Reagan ni siquiera puede esperarlo.
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			EL PESO DE LOS PLAZOS

			Si bien nadie espera cambios conmovedores cuando el 11 de marzo se inicie el período de transición, lo cierto es que esa fecha aparece como revestida de un cierto tono mágico, tal si efectivamente muchas cosas fueran a cambiar.

			La verdad es que, aunque permanezcan las mismas autoridades, los mismos poderes del general Pinochet y de la Junta, lo cierto es que, en todo caso, se constituye una situación diferente. Se inicia un gobierno que tiene plazo y se pone en movimiento un procedimiento político encaminado a lograr el funcionamiento político de un sistema de representación.

			Dada la largueza de los plazos propuestos y la lentitud de los procedimientos que se inician, resulta aventurado esperar el cumplimiento estricto de uno y otro. No obstante, la inminencia de que se iniciará el período señalado es un hecho que incide muy directamente en el momento político.

			Ahora bien, es principalmente en ciertos sectores de poder donde se expresa más claramente esta situación. Existe prácticamente una carrera para lograr las mejores posiciones en el programa de gobierno que se iniciará el 11 de marzo y, en tal sentido, se trata de consolidar ciertos hechos que, de alguna manera, predeterminen el proceso futuro.

			En cuanto a los sectores de oposición, su dinámica, si bien más lenta, también parece influida por el reconocimiento de que el gobierno se muestra con el poder suficiente para imponer el itinerario que se ha trazado. Podrá siempre elegir entre actuar dentro de los límites establecidos o buscar la forma de rebasarlos, pero no puede desconocer el hecho de su establecimiento.

			SE HACE PROGRAMA AL ANDAR

			En términos muy generales, se puede decir que el período presidencial cuenta con un programa. Pero este es un programa de continuidad. Y esta continuidad puede entenderse con matices distintos. Esto permite que los sectores duros y blandos intenten orientar el programa en función de sus propias perspectivas.

			Se supone que el 11 de marzo tiene que haberse decidido ciertas opciones. De manera que de lo que se trata es de mejorar las posiciones relativas en el intertanto.

			Inmediatamente después del plebiscito, los sectores blandos se apresuraron en reiterar su apoyo al Gobierno y al régimen, pero, a la vez, comenzaron a trabajar activamente en la formulación de una especie de programa de gobierno para el próximo período. Básicamente expresado a través de las páginas de El Mercurio, dicho programa abarca a las denominadas «modernizaciones».

			Desde la perspectiva de estos sectores, se considera que la realización de estas modernizaciones significarían una transformación profunda de la sociedad chilena. Tan profunda, que una modificación del régimen político no implicaría peligro alguno, pues se habrían establecido las bases de la continuidad del modelo.

			En esta línea, el Plan Laboral aparece ahora completado con la Reforma Previsional, de manera de producir alteraciones profundas en los intereses y comportamiento de los trabajadores.

			Resulta paradojal que, habiendo sido los sectores duros los que impusieron sus puntos de vista en el proyecto de Constitución, transición y plebiscito, sean ahora los sectores blandos los que obtienen ventajas en la formulación del programa de Gobierno. Esto quizás se comprende mejor si se considera que la acción política no se presenta sólo como un enfrentamiento duros-blandos, sino que se asiste a una creciente personalización del poder, que otorga al general Pinochet una mayor capacidad de arbitrio entre esos sectores.

			En efecto, como se ha señalado repetidas veces, a diferencia de otros regímenes (Brasil, Uruguay, Argentina), en Chile las fuerzas armadas como institución no son las que controlan el poder, sino que es el general Pinochet el que logra legitimarse dentro de ellas como el líder indiscutido. No hay pues una politización de las FF.AA., dentro de la cual se manifiesten los diversos sectores en el poder, y la persona del jefe de Estado pasa a tener una gravitación decisiva.

			De esta manera, los sectores «duros» logran que prevalezcan sus puntos de vista en cuanto a la organización del régimen político, mientras que los «blandos» aparecen dando la línea en el terreno económico, convencidos de que en el mediano plazo esto gravitará profundamente en este.

			Durante el mes que nos ocupa es posible apreciar cómo los sectores «blandos» siguen consolidando posiciones en el terreno de la política económica: el plan de privatizar en un 50% algunas grandes empresas del Estado, la entrega a particulares de la construcción en vialidad y obras públicas, la aprobación de un presupuesto que contempla un solo reajuste de remuneraciones, son algunos de estos logros. De mayor importancia resulta la Reforma Previsional, que entregará a la empresa privada recursos cuantiosos y acelerará la privatización del sector salud a la que está estrechamente unida, a la vez que significará para los empresarios una reducción del costo de la mano de obra.

			Mientras, los sectores duros consolidan situaciones de poder y cierran los espacios políticos abiertos con anterioridad a la realización del plebiscito.

			LA EDUCACIÓN DE LOS NIÑOS

			En el período estudiado es notorio un aumento de la represión gubernamental. Esta represión se realiza institucionalmente por los organismos creados y, de acuerdo a los procedimientos que el régimen ha establecido al efecto.

			Tal pareciera que se estuviera probando la efectividad de las regulaciones establecidas.

			Pasan a ser cotidianos y normales las detenciones preventivas, los juicios y sentencias, así como las delaciones por la vía administrativa y las prohibiciones de regresar al país.

			No sería sorprendente que el Gobierno esté pensando en levantar el Estado de Emergencia el próximo 11 de marzo, iniciando así con plena normalidad el período presidencial definido constitucionalmente.

			El régimen «normal» aparece ya premunido de los mecanismos suficientes para controlar la situación política.

			Dentro de este endurecimiento del régimen, parece conveniente señalar dos hechos de importancia.

			El primero se refiere al «caso Zaldívar», ya comentado en el informe anterior, pero del cual hay que resaltar la muy escasa respuesta que logra en los sectores de oposición. Si algunos pensaron que el Gobierno tendría que pagar algún precio político por impedir el regreso de Zaldívar, lo cierto es que hasta el momento no le ha costado absolutamente nada.

			Esto parecería darles razón a los sectores más duros del Gobierno, en el sentido de que cualquier apertura trae problemas, mientras que la mantención y reforzamiento del autoritarismo los elimina.

			El segundo hecho puede haber sido facilitado justamente por el anterior. Se trata del cambio de rectores delegados en las principales universidades del país (excepto la UC). Los nuevos rectores delegados son militares en servicio activo con experiencia en control social (el de la Universidad de Chile fue jefe de la plaza en Santiago, y el de la Universidad Técnica, alto oficial del Servicio de Inteligencia Militar). Esta calidad y la circunstancia en que se produce el cambio (fuerte activación del movimiento estudiantil opositor) indican claramente la dirección que tiene este hecho. Si recordamos que anteriormente se había ido desarrollando un fuerte movimiento de opinión que, incluso desde dentro de los sectores en el poder, propiciaba el retorno a la dirección de las universidades por sectores académicos, la medida implica un grave endurecimiento en el proceso de institucionalización del régimen.

			Frente al problema universitario, los sectores «blandos» propusieron en los últimos tiempos soluciones acordes con la política económica. Vale decir, retorno del control académico a las rectorías, mayor exigencia de estudio y mayor costo de la educación para el estudiante. El Mercurio y la revista Qué Pasa trataron repetidamente de orientar en este sentido a las autoridades de Gobierno. El que no lo hayan logrado está señalando, por una parte la fuerza de los sectores duros de Gobierno, que se apoyan en la necesidad del Jefe de Estado de ratificar su poder imponiendo cortes decisivos. Por otra parte, también significa que el movimiento estudiantil había empezado a adquirir mayor fuerza de la que el Gobierno puede tolerar.

			De la actual reintervención militar en las universidades cabe esperar, en lo inmediato, una depuración generalizada y una represión del movimiento estudiantil opositor, creando las condiciones necesarias para que éste no vuelva a expresarse. No obstante, es difícil que se logre el total disciplinamiento estudiantil, a menos que se imponga una militarización de las universidades. Esto último parece bastante difícil, al menos dentro del actual esquema de institucionalización.

			UNA SALPICADURA DE CONFLICTOS

			Como se ha venido señalando, en los últimos tiempos el movimiento social suele mostrarse más activo que el movimiento político. Salvo determinadas ocasiones (Consulta de enero del 78, Plebiscito del 80), si bien no puede negarse una cierta existencia de los partidos políticos en semi o total clandestinidad, su actividad suele ser esporádica y leve.

			En cambio, el movimiento social presenta una actividad constante y en algunos puntos creciente, imponiendo muchas veces una unidad política de la oposición que las organizaciones partidarias difícilmente logran.

			La reciente movilización estudiantil en las universidades (particularmente aguda en el Campus Oriente de la Universidad de Chile), ha mostrado la vitalidad de la oposición en ese ámbito.

			Los logros obtenidos antes de la reintervención militar son bastante importantes. La oposición estudiantil logra ser reconocida como interlocutor válido por autoridades de la universidad. Ciertos académicos aparecen, si no apoyando, al menos mediando en el conflicto entre estudiantes y autoridades. La organización estudiantil creada por el Gobierno (FECECH) se ve obligada a tomar como propias algunas de las reivindicaciones planteadas.

			Si bien puede sostenerse que un grueso sector estudiantil aparece como indiferente frente a la politización gobiernista o de la oposición, tampoco puede negarse que estos últimos empiezan a mostrarse capaces de captar incluso a estos silenciosos. Así parece demostrarlo el éxito en ciertos paros estudiantiles.

			Con todo, esta movilización estudiantil muestra ciertas debilidades. Talvez la principal de ellas sea la incapacidad para levantar, aún toscamente, un proyecto de política universitaria.

			La movilización se hace respecto a problemas puntuales (la existencia de organismos de control al interior de las universidades, elevación del costo de matrículas, defensa de alumnos sancionados, etc.). No aparecen planteamientos más generales, como los relacionados con reivindicaciones por dirección académica en vez de directores militares, autonomía universitaria, libertad de cátedra y pluralismo, exigir mayor capacidad académica o gratuidad de la enseñanza.

			En el plano sindical se puede decir que también la oposición predomina. Pero esto se aprecia más en cuanto a elecciones sindicales que en las acciones efectivas de los sindicatos.

			Donde hay elecciones libres sindicales gana oposición, pero esos triunfos no se traducen en una movilización laboral efectiva en el plano nacional. Más aún, el Plan Laboral se ha impuesto sin encontrar grave oposición en los hechos. Esto parece conducir a una atomización cada vez mayor del movimiento sindical.

			La reciente huelga legal en PANAL confirmaría esto. Se mantuvo el plazo máximo permitido y los trabajadores debieron regresar a la industria sin haber obtenido nada (recuérdese que la huelga significa no recibir remuneraciones, tener que pagar las imposiciones y perder el trabajo si no se reintegran antes de sesenta días). Intentaron llamar la atención sobre su situación con actos dramáticos: huelga de hambre, manifestaciones callejeras, etc. Sin embargo, el movimiento sindical se mantuvo mudo y ajeno al conflicto, tal si se tratara de un problema particular.

			Hasta cierto punto se puede decir que el movimiento sindical, tanto como el estudiantil, se muestran hasta ahora incapaces, en sus respectivas esferas, de articular un programa y acción de carácter general.

			SEÑORITA RESPETABLE BUSCA UBICACIÓN

			De los grupos políticos de oposición, la Democracia Cristiana es la única que puede ensayar alternativas políticas definidas en la institucionalidad propuesta por el régimen. Sin embargo sigue mostrándose vacilante.

			Mientras, por una parte, algunos personeros caen en el pecado de la soberbia de cuestionar la validez del plebiscito y la legitimidad del camino institucional planteado (siendo castigados por esto), por otra parte, se exige al gobierno se le señalen los límites para su oposición aceptable.

			En todo caso, parece primar la idea de la DC de insistir en su respetabilidad, alejándose cada vez más de la oposición de izquierda y preparándose para asumir un papel dentro de la nueva institucionalidad.

			La dificultad básica está constituida por el hecho de que sectores duros del gobierno rechazan totalmente a la DC. No sólo porque les parezca inconveniente dentro su concepción de régimen político, sino porque eventualmente podría lograr algún tipo de acuerdo con sectores «blandos» del Gobierno. Sin embargo, a partir del plebiscito, estos sectores «blandos» también se alejan de la DC ante el temor de ser definidos como oposición por el Gobierno, perdiendo, así, posiciones de poder.

			La postura de la DC aparece, en este momento, como de extrema debilidad, aislada de los grupos en el poder y del resto de los sectores opositores, enfrentada al reflujo generalizado de la DC en América Latina, (en Venezuela se desgasta rápidamente, mientras en El Salvador su respaldo y participación en la Junta Cívico-Militar la compromete con el fracaso de ésta), sin apoyo norteamericano debido a la elección de Reagan. Por último, diluyéndose su otrora férrea unidad con la Iglesia que se vuelca en los misterios de la eucaristía.

			Este último punto tiene una importancia especial. La Iglesia ha demostrado en este último tiempo poseer una gran capacidad de movilización y convocación. Pero tal convocación se hace en nombre de la unidad y la conciliación, limándose las aristas críticas que la jerarquía eclesiástica mostró con respecto al Gobierno. La Iglesia habla cada vez más en nombre de la unidad invocando la paz y la conciliación. El multitudinario acto con que se cerró el Congreso Eucarístico es demostrativo de este nuevo espíritu.

			LA UNIDAD DIVERGENTE

			En los grupos políticos de izquierda la situación sigue siendo confusa y, lógicamente, de escasa información y mucha especulación. La llamada «crisis de la izquierda chilena» difícilmente parece superable en el corto plazo y en las condiciones imperantes.

			Ante la incapacidad programática, persiste la insistencia en la organización. Pero esta no impide la fragmentación de los movimientos de izquierda.

			En el caso de las divisiones del PS, los intentos de lograr una convergencia entre las diversas fracciones y otros movimientos de izquierda no comunista, difícilmente logran avanzar. Más aún, parece que nadie tiene interés en ello. En primer lugar, los comunistas son aislados cada vez más en estos intentos de convergencia socialista, lo cual está lejos de contentar su vieja política de alianzas. En segundo lugar, los movimientos «chicos» de la izquierda talvez tengan esperanzas en crecer como herederos reales del PS.

			Por su parte, el PC, enfrentado al fracaso de su política de apoyo a la apertura que eventualmente pudiera lograr la DC, se vuelca nuevamente a una política de alianza con las izquierdas. El problema es que los intentos de convergencia socialista lo han marginado y hasta más de un hijo ingrato le vuelve la espalda. Es natural entonces que vea con buenos ojos un reflotamiento de la UP, ya bastante olvidada, como forma de evitar el aislamiento.

			En todo caso, lo que sigue pareciendo difícil es que la izquierda (unida o desunidamente) sea capaz de actuar políticamente en las actuales condiciones. Actualmente sólo aparece apoyando a posteriori al movimiento social de oposición.

			EL DISCRETO ENCANTO DE LA VIOLENCIA 

			En el presente mes no sólo ha continuado la ola de violencia eficaz iniciada recientemente, sino que ha aumentado con hechos de cierta espectacularidad.

			La acción coordinadora que voló tres torres de alta tensión (dejando a oscuras a gran parte de la capital) y simultáneamente incendió un centenar de automóviles recién importados, mostró niveles de envergadura y eficacia poco comunes en el país. Otros hechos confusos y un gran despliegue policial colaboraron en traer momentáneamente a primer plano el tema de la violencia.

			Es importante señalar al efecto que esta violencia, si bien criticada por la oposición parlante, aparece como explicable en función del carácter del régimen y del cierre político de la institucionalidad adoptada.

			Más aún, la existencia de la violencia contra el régimen es aprovechada en la argumentación de prácticamente, todos los actores políticos: para el gobierno como justificadora del autoritarismo del régimen; para los sectores DC como una advertencia de los peligros que entraña ese mismo autoritarismo en la medida que no emprende una real apertura política; para la izquierda (que no asume ni niega esa violencia como política) como la demostración de una fuerza oculta que no se puede dejar de tomar en cuenta.

			Lo cierto es que la violencia, hasta cierto punto esperada, tiende a pasar a constituirse en un hecho cotidiano en la vida política nacional de la misma manera que la represión regular del régimen. Resulta difícil vaticinar su destino, pudiendo mantenerse constante pero en actos aislados. Lo que es innegable es que su existencia no asombra.

			NO SÓLO DE REAGAN VIVE AMÉRICA

			El actual momento político, caracterizado primordialmente por la formulación del programa del Gobierno de transición que se inicia el 11 de marzo y por los movimientos políticos que suscita en los sectores adherentes y opositores, se inscribe en un panorama internacional también cambiante.

			La elección de Reagan en EE.UU. pareció para muchos un giro a la derecha que afectaría profundamente a América Latina. Particularmente se esperaba un robustecimiento de la posición de los regímenes autoritarios del Cono Sur.

			Sin embargo, si bien lo anterior puede ser cierto, también debe considerarse que, en América Latina, los países que mantienen políticas distintas a ese autoritarismo emprenden una serie de acciones tendientes a salvaguardar y mejorar sus posiciones. Por una parte, Venezuela y los países del Pacto Andino se empeñan en fortalecer una coordinación democratizante. Por otra, México se empeña en apoyar la democratización en Centroamérica, aun apoyando a sectores de izquierda. Brasil también pretende exportar su propio método de apertura política y busca alianzas que le permitan mantener una cierta autonomía de EE.UU. A su vez, los sectores aperturistas apresuran la marcha dentro de los regímenes autoritarios. Tal parece el caso de Argentina con la designación de Viola. También podría ser la situación de Uruguay, donde los grupos gobernantes permitieron que triunfara la oposición en un plebiscito que ellos mismos convocaron.

			En fin, podría decirse que, con la excepción de Chile y Bolivia, el movimiento que se aprecia en América Latina parece tender más hacia una apertura democratizante que a un endurecimiento del autoritarismo.

			En este sentido, la favorabilidad al régimen chileno por parte del nuevo mandatario estadounidense podría verse compensada por este reordenamiento latinoamericano.
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			AL QUE MADRUGA, ¿DIOS LE AYUDA?

			A primera vista resulta extraño el actual dinamismo del gobierno para plantear y realizar políticas de gran envergadura nacional, encaminadas a transformar profundamente instituciones fundamentales. En efecto, el observador talvez tienda a esperar durante este período una relativa calma, un proceso de acomodo y negociaciones entre los sectores en el poder y la elaboración y pulimiento de programas de largo plazo que se iniciarían en el próximo período presidencial.

			Porque hay un período presidencial de ocho años que se inicia el 11 de marzo de 1981.

			Sin embargo, lo que más se remarca con las medidas adoptadas es la continuidad presidencial. Hay, incluso, prisa; una velocidad en las transformaciones y modernizaciones que pareciera no poder esperar siquiera un par de meses, en circunstancias que durante más de siete años estuvieron esperando.

			La Reforma Previsional, la Nueva Ley de Universidades, el cambio ministerial y la propuesta a muy corto plazo de cambios decisivos en la política minera y de salud, parecen ser los acontecimientos más relevantes al respecto.

			Sobre estos acontecimientos habría que tratar de descubrir la «tendencia» –en término de los sectores discernibles al interior del régimen–, pero dicha tendencia debe entenderse de acuerdo a la oportunidad, al momento en que se realiza.

			Después de la agudización del conflicto duros-blandos que se produjo en el primer semestre del año 80, pareció irse constituyendo cada vez más una especie de acuerdo consistente, en sus líneas básicas, en que los sectores «duros» renunciaban a sus pretensiones estatistas y nacionalistas en la economía y los sectores «blandos» abandonaban sus proposiciones tendientes a lograr una cierta apertura política.

			En suma, una especie de pacto entre los sectores en pugna asegurarían una línea coherente al régimen que combinaba el énfasis en la desnacionalización y privatización de la economía con un control autoritario del poder político.

			De acuerdo a lo anterior, el cambio de Ministerio resulta perfectamente explicable. Así, ha sido ya bastante comentado el hecho de que el traslado del ministro Piñera de Trabajo a Minería estaría indicando la intención, por parte del Gobierno, de emprender la privatización de la Gran Minería o, a lo menos, establecer fórmulas que garanticen los beneficios de la inversión privada nacional y extranjera.

			De la misma manera, el cambio del ministro de Salud obedecería a la intención de impulsar definitivamente la privatización de ese sector, lo que ahora se veía enormemente facilitado con la Reforma Previsional, que entrega a empresas privadas el sistema de Previsión. El Sistema Estatal de Salud, uno de cuyos soportes es el carácter del Sistema Previsional, tenderá a debilitarse como consecuencia de la privatización de este.

			Por otra parte, algunos nombramientos ministeriales, como el del general Forestier en Defensa, estarían robusteciendo la dirección autoritaria del Gobierno.

			En este sentido, más importante que el nuevo ministerio, es la orientación que toma la política universitaria. Podría decirse, en términos generales, que la nueva Ley de Universidades y el proceso de reestructuración de éstas, si bien aparece justificado en términos de la política económica del régimen, corresponde más precisamente a su orientación política autoritaria.

			En gran medida es una drástica respuesta a la movilización estudiantil opositora, con el objeto de eliminarla y desarticular las posibilidades de su resurgimiento. Al mismo tiempo, pretende organizar la enseñanza superior de modo que contribuya a formar el tipo de sociedad coherente con la organización política y económica que se propone.

			Parece evidente que no hay intención de entregar el «negocio» de las universidades a los particulares, puesto que no es negocio ninguno. Pero así se trata de reducir y atomizar a la Universidad, de manera que no puedan desarrollarse en ella movimientos de protesta y que, a la vez, se formen grupos sociales que sean funcionales al esquema político y económico que se impulsa. Al dejar sólo doce carreras con categoría universitaria y propender a la división de las grandes universidades, se buscaría básicamente eliminar los grandes centros de estudios superiores donde se desarrolla el movimiento opositor universitario. Esto se complementaría con la autorización para crear nuevas universidades particulares y centros de estudio no universitarios para las carreras que pierdan esa categoría, todo lo cual facilita el control de los grupos estudiantiles tradicionalmente más conflictivos.

			En general, este dinamismo que adquiere el gobierno parece ser consecuencia de una especie de acuerdo entre sus sectores más notables, lo cual aseguraría la solidez de la dirección que se imprime al proceso.

			¿QUIÉN LO APURA, AH?

			No obstante lo anterior, es necesario considerar también un aspecto que parece crucial.

			¿Por qué ahora?

			La pregunta cobra validez, por cuanto lo lógico parecería esperar la iniciación del próximo período presidencial para emprender medidas que tienen todas las características de la realización de un programa de Gobierno.

			En el período inmediatamente anterior pudo pensarse que se asistía a una serie de maniobras, por parte de los diversos sectores, para mejorar posiciones antes del 11 de marzo. Ahora, sin embargo, se está frente a la realización de políticas efectivas.

			En estas circunstancias parece necesario revisar una de las consideraciones más repetidas en torno al proceso político. Esto es, la afirmación de la creciente personalización del poder en manos del general Pinochet. Si bien es cierto que el carácter de la nueva Constitución y del período de transición oficialmente aprobados indicarían una fuerte inclinación personalista, es preciso tener en cuenta que este mismo hecho independiza en cierta medida a los sectores sociales y políticos que apoyan al régimen.

			El solo hecho de que el general Pinochet deje de formar parte de la Junta Militar a partir del próximo 11 de marzo (aun cuando su reemplazante sea nombrado por él, dentro de ciertas limitaciones) podría tener consecuencias mucho más profundas que las que normalmente se le atribuyen.

			La reestructuración del Gabinete ahora difícilmente puede explicarse en virtud de la novedosa técnica de «hacerlos entrar en rodaje» durante dos meses. Más aún cuando este rodaje se inicia con tal velocidad de medidas fundamentales.

			Por otra parte, tampoco se explica dentro de un proceso de personalización del poder, que cuenta con la posibilidad de decidir el tiempo y la oportunidad de las políticas. Por el contrario, sí parece explicable en términos de un aumento de las presiones de ciertos sectores en pugna que intentan establecer a su favor hechos consumados.

			Al hablarse de sectores en pugna podría volverse a pensar en categorías de «duros» y «blandos». Sin embargo, resulta conveniente señalar que parece producirse un desplazamiento de esas categorías por otras más específicas, como son las de tecnócratas y FF.AA.

			Fundamentalmente estas últimas estarían reafirmando su carácter institucional, de cuerpo, que ocupa determinadas posiciones dentro del régimen, pero con una cierta capacidad autónoma de decisión a nivel institucional. El Presidente de la República es el Presidente de la República, pero las FF.AA. son las FF.AA. Puede haber subordinación jerárquica, pero no identificación.

			A su vez los tecnócratas (Piñera, Kast y los otros) serían los encargados de llevar adelante la profundización del esquema económico y social que es caracterizado oficialmente de exitoso y que, en términos generales, parece corresponder a la línea defendida por los sectores «blandos».

			De esta manera, los sectores sociales en el poder parecen adquirir mayor autonomía y mayor capacidad de presión que lo que supondría un proceso de personalización del poder.

			Ahora bien, en estas circunstancias es posible aventurar que el apuro no se produce a partir de un acuerdo entre los diversos sectores que participan en el poder, sino que, a la inversa, de una falta de acuerdo que los lanza a una verdadera carrera para ocupar posiciones y realizar acciones que les permitan implantar su propia línea. Y en una carrera nadie quiere atrasarse en la partida.

			En las circunstancias descritas, el juego de los diversos sectores que apoyan al régimen se movería con la finalidad de definir la estructura de poder para –a lo menos– los próximos ocho años.

			Se rearticulan las relaciones de poder entre los diversos sectores económicos y militares que se han constituido o consolidado desde septiembre de 1973.

			Pero no sólo se pretende lograr determinadas posiciones entre los grupos de poder, sino que, al mismo tiempo, se trata de establecer las bases de constitución del poder social: Reforma Laboral y Previsional, Reforma Educacional y Nueva Ley Universitaria, estarían encaminadas en esa dirección.

			CALABAZA, CALABAZA, CADA UNO A SU NEGOCIO

			Como se ha señalado en informes anteriores, la Democracia Cristiana se ha ido aislando cada vez más.

			Desde el plebiscito de septiembre las posibilidades de lograr vinculaciones con los sectores «blandos» del régimen han disminuido drásticamente. De la misma manera, los grupos de izquierda, que se vieron reforzados a adherir a la unidad opositora propuesta por la DC, comienzan a perder interés en tal unidad.

			Separados por profundas discrepancias teóricas e históricas, la izquierda prestó su apoyo a la plataforma de unidad frente al plebiscito que la DC impuso. Suponía que ésta tenía «algo», que contaba con elementos al interior del régimen que pudieran hacer factible el proyecto propuesto.

			Resulta conveniente recordar que antes del plebiscito nadie de la oposición pensó siquiera remotamente que el resultado de la votación podría ser otro que el que conviniera al Gobierno. En consecuencia, la unidad de la oposición no tuvo por objeto lograr ningún tipo de resultado electoral, sino denunciar el fraude y formular un proyecto de transición de la democracia alternativo al del Gobierno.

			En la medida que se demostró que la DC no contaba con ningún recurso que hiciera viable este proyecto, la izquierda se desencantó de esa unidad opositora impuesta leoninamente por la DC.

			Desde entonces el aislamiento ha sido progresivo. Ni los más demócratas de los que apoyan al Gobierno, ni los más cristianos de los que se le oponen parecen tener interés en la Democracia Cristiana.

			Pero más que el aislamiento, lo que llama la atención es la creciente debilidad de este partido. Tal parece que se fuera desarmando como tal.

			Esto se expresa en la bajísima repercusión que ha tenido el caso de Zaldívar; el silencio y casi extinción del Grupo de los 24; el no funcionamiento del Centro de Estudios Andrés Bello.

			De la misma manera, la incapacidad o desidia que muestra para reaccionar frente a acontecimientos nacionales de trascendencia y respecto de los cuales debería suponérsele opinión formada. Tal es el caso de la reforma previsional y de las drásticas transformaciones en el sistema de educación superior.

			Ante tal actitud puede deducirse que la DC sólo se interesaría en ocupar los espacios que el gobierno le deje de acuerdo a las nuevas disposiciones.

			Es posible entonces que los personeros de la DC estén mucho más interesados en la posibilidad de instalarse con una Universidad privada antes que cuestionar el nuevo sistema de educación superior. Más interesados en formar una corporación de Previsión antes que analizar y adoptar posiciones respecto a lo que significa la reforma previsional.

			En el fondo, la DC aparece momentáneamente (?) renunciando a hacer política.

			LOS MISTERIOS DE LA EUCARISTÍA

			Como tantas veces se ha señalado, la DC y la Iglesia suelen mantener en su actitud relaciones bastante estrechas.

			Naturalmente que la DC no muestra nunca la misma sutileza que la Iglesia ni la precede en sus cambios.

			En el período que nos ocupa, la Iglesia sigue encaminada a conciliar con el Gobierno, intentando transformarse más bien en una instancia que presiona nuevamente a este para solucionar ciertos problemas frente a los cuales la Iglesia tiene especial sensibilidad.

			Esta situación resulta especialmente clara en la declaración que emite la Iglesia en relación con los problemas de los exiliados. En dicha declaración ya no se trata de una «denuncia» frente a una injusticia, ni tampoco se invoca el «derecho» de los exiliados. En tono Antiguo Testamento, se habla de culpas y castigos y de educación de estos a aquellos.

			Se supone que el propio gobierno cree una comisión que determine quiénes de estos culpables pueden volver por haber cumplido el castigo o por piedad en caso de enfermos, ancianos, etc.

			Quizás sea este el ejemplo más claro del nuevo papel que desempeña la Iglesia frente al Gobierno. No se relacionaría con él en cuanto a Gobierno de hecho, sino que acepta su legitimidad y espera su continuidad por un largo tiempo. La presencia cada vez más repetida del cardenal en los actos oficiales estará ratificando esta apreciación.

			En todo caso, el paulatino giro más favorable al régimen por parte de la Iglesia no se ve inmediatamente correspondido por aquel. El general Pinochet y su hija Lucía han hecho últimamente declaraciones bastante duras respecto a los temas de la conciliación nacional y al regreso de los exiliados. El momento político no parece ser precisamente conciliador, independientemente de la actitud que asuma la Iglesia.

			LA OPOSICIÓN-OPOSICIÓN

			El progresivo aislamiento e inmovilismo de la Democracia Cristiana, más ocupada en ocupar los espacios no políticos que le deja el régimen, coloca a la izquierda en el papel de constituirse en la única oposición decidida.

			Naturalmente que en esta situación tiene que aparecer, al menos momentáneamente, bastante debilitada en sus posibilidades. De partida tiene que comenzar por adquirir conciencia de este hecho y, al mismo tiempo, de la consolidación del régimen con un programa que impulsa decididamente para varios años más.

			Ya parece ser un dato que el acontecer político tiene que contar con la existencia de un cierto grado de violencia política opositora. Después de un largo período en que, fuera de uno u otro petardo loco, en el país no se registraban actos de violencia de ese tipo, se asiste a la emergencia de actos que cualitativa y cuantitativamente parecen suficientes como para mostrar la presencia de una táctica de lucha violenta.

			Aunque en una escala bastante baja, tales acciones se caracterizan por una notable eficacia, tanto para lograr sus objetivos inmediatos como para eludir la acción represiva. No obstante, no parece causar alarma en los círculos oficiales, puesto que su nivel más bien sirve para justificar el autoritarismo del régimen que para amenazarlo en un grado significativo.

			Lo que llama la atención en estas acciones violentas es que, a pesar de lo exitosas, ningún grupo político conocido aparece reivindicándolas directamente. Esto podría significar que se trata de acciones de entrenamiento y preparatorias de otras de mayor envergadura que sí serían reivindicadas, o que efectivamente son realizadas por grupos distintos de las formaciones políticas tradicionales.

			En cuanto a los partidos políticos de izquierda, es posible que el aislamiento de la DC contribuya a provocar una mayor unidad entre ellos. 

			Como se ha señalado repetidas veces, aquí el problema de la división del Partido Socialista sigue siendo crucial. Los intentos que se haga para su reconstrucción tropiezan no sólo con las naturales diferencias que provocaron su división, sino también con el provecho momentáneo que agrupaciones políticas de izquierda menores puedan obtener de tal estado de cosas.

			Por una parte pueden crecer a costa de los socialistas, mientras que, por otra parte, en los diferentes frentes se beneficiarían de acuerdos con las fracciones del PS más debilitadas en cada caso.

			Sin embargo, este mismo hecho parece contribuir para que comiencen a producirse aproximaciones tendientes justamente a la unificación de este Partido. De prosperar tales aproximaciones sería probable el resurgimiento de la Unidad Popular como entidad política.

			El corte de las vinculaciones bilaterales que (principalmente los comunistas) se hubieran intentado con la Democracia Cristiana, facilitarían este proyecto.

			En los movimientos sociales (sindical, estudiantil, poblacional, cultural) parece haber disminuido la actividad. Si bien esto puede deberse a la situación política general y al dinamismo del gobierno que va estableciendo «sorpresivamente» hechos nuevos para los diferentes frentes, también tienen incidencia aquí algunas divergencias que se agudizan entre partidos políticos y movimientos sociales.

			En efecto, el interés de los partidos es controlar los movimientos sociales. La movilización social se puede hacer para enfrentar los problemas específicos de cada sector (estudiantil o laboral, por ejemplo), pero siempre que esa movilización pueda ser controlada por los partidos.

			En cambio, resulta que los movimientos sociales han ido creando sus propias organizaciones y que estas, en muchos casos, están dominadas por elementos ajenos a los partidos de izquierda. Más aún, estas organizaciones sociales actúan públicamente, de manera que su vinculación con partidos necesariamente clandestinos sólo viene a dificultar su accionar.

			En tales condiciones, no sería de extrañar que los partidos de izquierda pudieran incluso tratar de frenar estas organizaciones sociales que, aun siendo opositoras al régimen, no están en condiciones de controlar.

			Y NADIE DIJO NADA

			Por último –y quizás lo primero en importancia– resulta sintomático en el mes analizado la escasa o nula respuesta que suscitan en la oposición las trascendentales políticas que el gobierno impulsa en la actualidad.

			Frente a la Reforma Previsional no existen ni siquiera declaraciones sindicales, a lo más el anuncio de que se la está estudiando. Podría, talvez, haber varias explicaciones para esto.

			En primer lugar, es preciso recordar que la antigua previsión siempre estuvo sometida a fuertes críticas por el propio sector de trabajadores.

			En segundo lugar –y esto más importante– el nuevo sistema previsional no parece perjudicar individualmente a los trabajadores, sino incluso beneficiándolos –aunque sólo en lo inmediato– con una especie de alza de remuneraciones. Sin embargo, con el cambio de previsión es evidente que se pierden los beneficios sociales que significa la administración estatal de esos fondos.

			El no cuestionamiento de la Reforma Previsional estaría demostrando que no existe actualmente una organización laboral grande, capaz de asumir los intereses globales del sector trabajador. En parte esto sería producto del Plan Laboral, que ha logrado atomizar al movimiento sindical.

			Respecto a la Nueva Ley Universitaria, la falta de reacción opositora se debería al hecho de que ella se plantea precisamente en el tiempo de vacaciones, tal como aconsejaba una prudencia mínima (recuérdese que en otros tiempos hasta las alzas de la locomoción colectiva se hacían en tiempo de vacaciones). A lo cual habría que agregar el desinterés ya señalado de la Democracia Cristiana.

			Pero también se ha iniciado el traspaso de escuelas primarias a las municipalidades y el de algunas escuelas industriales a la organización empresarial que es la Sociedad de Fomento Fabril. Todo ello sin mayores reacciones.

			De manera que, más allá de explicaciones parciales, lo cierto es que es notoria la ausencia de capacidad opositora frente al dinamismo de las llamadas «modernizaciones» que el Gobierno emprende con todo entusiasmo. Incluso en los sectores Salud y Minería, donde ya se anuncian drásticas medidas, no aparece oposición sólida.

			Ni los movimientos sociales, ni los partidos políticos han demostrado hasta ahora capacidad de respuesta y movilización para enfrentar las medidas que impone el Gobierno. Es de suponer que, pasado «el efecto sorpresa», se comiencen a plantear las oposiciones del coro. Qué nivel alcancen y qué resultados obtengan son difíciles de vaticinar. Mientras tanto, el hecho de que el Gobierno aparezca haciendo lo que quiere sin que pase nada es uno de los elementos fundamentales que explican su extraordinario dinamismo.

			INFORME MENSUAL DE COYUNTURA POLÍTICA Nº 8

			Santiago, febrero de 1981

			AVANZAR SIN TRANSAR

			En tiempos «normales», cuando llegaban las fiestas de fin de año ya no había que preocuparse hasta marzo. Se leía el diario, si acaso, para sacar los puzzles. Todos se iban a la playa real o simbólicamente (esto último se hacía con una sandía y sin zapatos) como una siesta larga. Ahora parece que se hubiera mandado a la playa a los pilotos automáticos, porque la actividad, la política, parece reactivarse en vez de adormecerse.

			Esa extraordinaria velocidad, ese apuro, que había sido señalado en informes anteriores, prosigue en las políticas impulsada por el Gobierno. Reforma previsional, nueva ley de universidades, nueva organización de las profesiones que elimina los colegios, son transformaciones de gran envergadura que se emprenden como si se tratara de hacer todo de nuevo.

			Extraño si se piensa en las vacaciones, más extraño si se recuerda que el 11 de marzo comienza un período presidencial de transición de ocho años. ¿Por qué tanto apuro entonces?

			Algunos analistas pretenden explicar la proliferación de medidas políticas significativas en función del básico acuerdo que se habría logrado después del plebiscito del 11 de septiembre entre los sectores más importantes del Gobierno: duros y blandos. Los duros renunciarían a su proyecto económico (más populista y nacionalista) y los blandos a un proyecto político (más institucional y aperturista), salvaguardando los primeros su proyecto político (autoritario) y los segundos su proyecto económico (privatista e internacionalista). 

			Otros, más sofisticados, lo explican por el triunfo actual de una de las fracciones en el poder.

			Es posible. Sin embargo, quedan muchas cosas sin explicar.

			Una de ellas es el apuro. Un apuro que genera muchos conflictos que, aun si fueran inevitables, por lo menos se pudieran suavizar.

			Otra, y quizás más importante, es la incompatibilidad que podría llegar a presentarse entre proyecto económico y proyecto político.

			Otra, no menor, es que algunas de las medidas no parecen enteramente controlables en sus efectos entre los mismos grupos en el poder. Tal es el caso de la reforma a los estudios superiores, donde algunos miembros de la FF.AA. parecen entender la reforma de modo distinto a la inspiración del equipo económico (el general Medina, rector-delegado, afirma que mantendrá todas las profesiones que hay en la U. de Chile y la Marina crea una Universidad en Valparaíso).

			De tal manera, parece acentuarse la impresión de que el conflicto interno no está resuelto y que existe en este momento una carrera que si no está directamente dirigida, por el momento, a imponer un determinado modelo, a lo menos se encamina a lograr ciertas posiciones en el poder.

			El tantas veces señalado proceso de personalización del poder en manos del general Pinochet no resulta claro. Por el contrario, existiría una cierta autonomía de diversos sectores que empujan decididamente por medidas que, en algunos casos, no parecen siquiera en condiciones de controlar. Incluso al interior de las propias FF.AA. pareciera surgir en algunos de sus miembros ciertas tendencias diversas, aunque dentro de la aceptación del régimen. Las declaraciones y desempeño de los generales Medina, en la rectoría de la U. de Chile, y Carol Urzúa en la intendencia de Santiago podrían servir para especular sobre el asunto. No obstante, pareciera existir cierto acuerdo básico. Lo difícil es saber en qué consiste tal acuerdo.

			¿Es en la economía o es en la política? Léalo en los próximos párrafos.

			ECONOMÍA Y POLÍTICA

			Las medidas de mayor trascendencia tomadas últimamente por el gobierno (previsión, universidades, colegios profesionales) no han levantado críticas de importancia entre los sectores del poder.

			Sí se abre el debate respecto a problemas menores: el tipo de tarifa de los taxis, la eliminación del subsidio estatal al torneo futbolístico polla-gol, las alteraciones de tarifa telefónica. El gobierno admite aquí la existencia de posiciones encontradas y el general Pinochet se aboca personalmente al estudio y arbitraje de tales materias.

			Eso no ocurre respecto a aquellas transformaciones más fundamentales a que se hacía referencia. Por el contrario, se aplica rotundamente el principio legislativo del régimen que establece que no se puede discutir una ley antes que se haya dictado, puesto que no se conoce; ni se puede discutir después, puesto que ya es una ley. Los diversos grupos de poder se pliegan a este principio y, más aún, justifican y alaban la nueva legislación que introduce tales cambios sociales.

			Que hay algún acuerdo básico, expreso o tácito entre los sectores en el poder; lo hay. Pero esto no significa que esos sectores carezcan de autonomía para correr cada uno su carrera.

			Además, y esto parece ser clave, es preciso recordar que el acuerdo básico no sólo puede ser activo, encaminado a la realización de un proyecto, sino que puede ser defensivo, dirigido a mantener posiciones evitando peligros actuales o potenciales.

			Desde esta perspectiva es necesario analizar las últimas políticas del gobierno. Por de pronto, se puede decir que ellas aparecen explicables tanto desde el punto de vista económico como político.

			Así, la Reforma Previsional sería el mecanismo adecuado para obtener la transferencia a los grupos económicos privados de los inmensos recursos del sistema previsional, a la vez que descargaría a los empresarios del aporte que hacían para la previsión de sus trabajadores.

			Pero no sólo es mecanismo de acumulación económica, también posee eficacia política en la medida que interesa a los trabajadores en la mantención del modelo, puesto que la calidad y existencia misma de su previsión dependen de él.

			A su vez, la reforma de la educación superior se orienta dentro de la lógica económica del modelo, interesada en que esta adecúe su producción profesional a las necesidades del mercado y que, eventualmente, sean las propias organizaciones empresariales las que preparen el elemento humano que necesiten (recuérdese el traspaso de las escuelas industriales a la Sociedad de Fomento Fabril).

			Pero aquí resulta aún más clara la intencionalidad política, pues se pretende no sólo castigar al movimiento estudiantil disidente quitándole categoría universitaria, sino también fragmentar las universidades, crear otros centros de estudios y colocar a los estudiantes en condiciones económicas e ideológicas que permitan su control político y desmovilización.

			Por último, la nueva legislación sobre organizaciones profesionales aparece aún más identificada con el problema político que con el económico.

			Es cierto que la eliminación de los colegios profesionales tiene un impacto directo en aspectos económicos. Similar a la abolición de los gremios artesanales al comienzo del capitalismo, produce una liberación de la mano de obra que conduce a un abaratamiento de la fuerza de trabajo en el mercado.

			Se ha señalado que la eliminación de los colegios profesionales (y con ello de los aranceles mínimos) permitirá pagar menos a los profesionales, que entrarían en una competencia bajando sus honorarios.

			Esto es, cuando menos, una exageración. En empresas importantes los honorarios profesionales nunca se establecen a nivel del mínimo. Podrá haber algunas repercusiones en cuanto a la formación de empresas con profesionales más baratos (particularmente con médicos y afines), pero en general su importancia económica no es muy grande.

			Sí lo es en la política. Los colegios profesionales constituyen centros de poder y de presión. Basta recordar su activa participación en el derrocamiento del Gobierno de la Unidad Popular. Actualmente, frente a la Nueva Ley de Universidades, fueron los colegios los que aparecieron como los núcleos más sólidos de oposición a la eliminación del carácter universitario de muchas profesiones.

			Recuérdese también que es el Colegio Médico el que mayor resistencia ha presentado a los programas de privatización de la salud y que el Colegio de Abogados se ha visto en agresiva disputa con la ministra de Justicia a propósito de la modernización judicial.

			Esto no quiere decir que los colegios hayan sido controlados por la oposición. Por el contrario, la directiva de los principales colegios ha sido totalmente copada por los elementos más partidarios y obsecuentes con el Gobierno. La defensa de intereses corporativos ha venido ahora a quebrar incluso esa fidelidad. El régimen no parece dispuesto a tener que discutir con los colegios; prefiere destruirlos.

			De la exposición precedente se desprenden con claridad los efectos económicos y políticos que poseen, en diferente grado, cada una de las recientes políticas del gobierno.

			A esto debemos agregar que el carácter constitutivo o defensivo de ellos parece ser distinto en uno y otro caso.

			En su aspecto económico, las transformaciones tienden a consolidar un modelo y a desarrollar un proyecto. Son ofensivas y constitutivas. En cambio, en su aspecto político son esencialmente defensivas; tienden a desarticular, desmovilizar, impedir la acción política actual o potencial de ciertos sectores sociales.

			Talvez se está extendiendo demasiado el análisis en este punto, pero interesa mostrar ante todo la ausencia de proyecto político por parte de los sectores que detentan el poder. El congelamiento de la actual situación, marcado por la ratificación del general Pinochet en el gobierno por ocho años más, sigue pareciendo la única política viable.

			En lo que respecta a la coyuntura del mes, la profusión de medidas, que implican conflictos con ciertos sectores sociales entraña, en lo político, la adopción apresurada de providencias defensivas. No sería de extrañar que tales medidas estén encaminadas a evitar alguna movilización política en el futuro. Es posible aventurar que se prevén ciertas dificultades a corto plazo y se quiere aminorar sus efectos.

			Al respecto, pareciera que en la economía las cosas no estuvieran marchando del todo bien. Friedman nos libre de hacer telenovelas económicas, pero hay una extraña manipulación de cifras.

			EL HOYO DEL CENTRO

			No es nuevo decir que el gobierno se está enajenando las capas medias. Hace siete años se decía lo mismo. Para aquellos que reconocieron en general los resultados oficiales del plebiscito, se habría producido una aceptación del régimen por parte de esas capas medias, atraídas por el consumo y/o la falta de alternativa ideológica con posibilidades de difusión. Sin embargo, ahora parece evidente que políticas como la nueva ley universitaria y la supresión de los colegios profesionales nuevamente volverían a enajenar al gobierno el apoyo de las capas medias.

			Naturalmente que el término capas medias es de una vaguedad oceánica. Y que en cada caso se puede estar hablando de distintas capas medias. No obstante, también es cierto que subsiste un amplio sector intermedio al que afecta negativamente no sólo la aplicación de las medidas recién enunciadas, sino muchas otras, especialmente la pérdida o eliminación del carácter social o asistencial de las políticas públicas (salud, educación, vivienda).

			El acceso al consumo de bienes importados, aun acogido con entusiasmo, no tiene por qué eliminar quejas y aspiraciones en ese sentido.

			En tales circunstancias no deja de ser notable que en estos momentos no exista una política de oposición de las capas medias o para las capas medias. El partido político que lógicamente podría haberla asumido aparece en esta coyuntura con escasa presencia. Nos referimos por supuesto a la Democracia Cristiana, que tiende a acentuar la tendencia a desdibujarse como instancia política opositora de envergadura. No quiere decir esto que no pueda resurgir, pero en la actualidad parece sumido en una crisis de la que no se logra recuperar. Se puede sostener que su acción llegó hasta el plebiscito del año pasado. De ahí en adelante, prácticamente nada.

			Se jugó a un supuesto apoyo externo favorecido por la presidencia de Carter. Luego pretendió encontrar aliados en los sectores «blandos» del régimen. En ambos fracasó. La rearticulación de los sectores en el poder parece haber dejado a la Democracia Cristiana a la deriva. Al mismo tiempo, sus demostraciones de incapacidad le quitan el principal encanto que tenía para la izquierda.

			Pero más allá de esta ausencia de la DC, es posible percibir que las agrupaciones de izquierda tampoco aparecen interesadas en elaborar una política para el centro social y más bien se inclinan por las reivindicaciones de corte netamente popular.

			Es posible que también aquí prime la idea de un consumismo taiwanés de las capas medias que haría difícil su integración a un proyecto opositor.

			En tales condiciones, podría suceder que las reivindicaciones de las capas medias pasen a ser defendidas más por organizaciones sociales que políticas. De aquí la importancia que adquiere el enfrentamiento del gobierno con los colegios profesionales. De aquí también la importancia que puede tener la actual crisis de la masonería y su cambio de orientación respecto del gobierno.

			FEOS, SUCIOS Y MALOS

			Ausente momentáneamente el centro político, la política de la oposición pasa a ser llenada básicamente por la política de izquierda y, aún más, por la movilización social popular.

			En el período estudiado se mantiene y profundiza la actividad de esta oposición. También parece acentuarse el carácter de ilegalidad de tales acciones. Esto debe entenderse bien.

			Sabido es que los partidos políticos de izquierda fueron declarados ilegales desde los comienzos del régimen. Lo mismo ocurrió con gran parte de las organizaciones sociales y con los procedimientos usuales de protesta social popular. De manera que reiterar que son ilegales carece de sentido.

			Lo que se quiere señalar es que en este período parece pasar a segundo plano la intención de abrirse espacio dentro de la institucionalidad del régimen. Podría pensarse que, en el debate interno de las agrupaciones de izquierda, se estaría imponiendo más la idea de la acción directa antes que la política de corte más tradicional de adaptación y transformación.

			En cierta forma tal tendencia se vería robustecida por la crisis de la Democracia Cristiana. Ésta, desde una semi-legalidad, pudo antes permitir alguna expresión política de izquierda dentro de la institucionalidad del régimen.

			Es necesario no confundir las acciones de violencia (asaltos de bancos, incendios de negocios claves o atentados personales) con ciertas acciones de masas (aunque se trate de masas chicas) como es el caso de la ocupación de iglesias, los ayunos, la movilización para tomas de terrenos, etc. Sin embargo, lo cierto es que todas ellas bordean o escapan a la legalidad del régimen.

			Este hecho parece provenir de una doble fuente. Por una parte, después del plebiscito el Gobierno ha procedido a quitarle espacio político a la oposición, empujándola a la alternativa de colaborar o colocarse en situación de ilegalidad.

			Por otra parte, a partir de ese mismo acontecimiento se produce un desencanto respecto a las posibilidades de real apertura del régimen.

			El aumento de la movilización social –en el presente fundamentalmente pobladores– pasa a ser expresivo de la conciencia de una situación deteriorada que tiende a empeorar con la consolidación del modelo.

			La adopción de acciones que para el régimen resultan inaceptables estaría revelando un cambio de actitud en estos sectores. Su importancia debe ser suficientemente grande para que el Gobierno, «que no aceptará presiones de ninguna especie», se haya decidido a aumentar sustancialmente los subsidios habitacionales, canalizando dicho aumento a los sectores de menores ingresos.

			A su vez, la violencia política opositora aumenta parsimoniosamente. Siendo aún bastante pequeña y limitada a actos de terrorismo espectaculares pero aislados, va adquiriendo cada vez mayor impacto. Antes, cualquier atentado terrorista era duramente criticado por las agrupaciones de izquierda y organizaciones sociales, argumentando que causaría un aumento de la represión. Se dudaba, incluso, en cada caso, entre atribuirlo a alguna organización política o a los propios servicios de seguridad. Actualmente parece cambiar tal perspectiva.

			Poco a poco la violencia, si no se acepta, al menos aparece como explicable. Las declaraciones de los principales dirigentes políticos de izquierda en el exterior indican que el tema es seriamente considerado.

			Por otra parte, habría serios indicios de que algunas de las acciones violentas no corresponden a los grupos que tradicionalmente defendieron tal vía. Además, la eficiencia de este tipo de actividad puede obrar precisamente a favor de su aceptación por los sectores políticos de izquierda.

			El gobierno ha aumentado su actividad represiva y son numerosas las detenciones y relegaciones realizadas. No obstante, esta represión, salvo contados y dudosos casos, opera sobre el movimiento social y político visible, sin que, hasta ahora, muestre éxito en su lucha contra la violencia política opositora.

			Resulta difícil pronosticar el destino de tales acciones violentas. En todo caso, éstas, si no logran conmover al Gobierno, al menos parecen comenzar a preocuparlo. Es sintomático que después que los personeros del régimen hacían resaltar cualquier atentado terrorista para justificar el autoritarismo del régimen, ahora se acuse de sensacionalismo a los periodistas por las profusas informaciones al respecto.

			Más importante que los éxitos que pueda mostrar la violencia opositora es el hecho de que, por primera vez en mucho tiempo, el eje de la oposición al gobierno se inclina más hacia los sectores populares y organizaciones de izquierda. Es posible sostener que tal oposición es débil –talvez incluso más débil que la anterior liderada por el centro político–, pero es innegable que al estructurarse la oposición de esta manera cambia el carácter del conflicto político.

			Por de pronto se puede advertir que la oposición no se presenta ahora como reactiva frente a las políticas de Gobierno, sino que logra impulsar determinadas acciones que, aun siendo puntuales, implican una cierta capacidad de iniciativa. Baste señalar que en el período reciente se produce la situación, relativamente anómala, de que mientras el gobierno golpea por un lado la oposición contesta por otro.

			La movilización poblacional aparece así como un movimiento que se ha ido estructurando a lo largo del proceso y que ahora comienza a mostrar cierta capacidad para realizar acciones reivindicativas. Y lo hace por propia iniciativa y no como el consabido pataleo frente a una acción política gubernamental.

			LA MODA EXTRANJERA

			Ya se indicó en informes anteriores los cambios en la situación externa y su posible repercusión al interior de la política chilena. Como es sabido, la situación externa de mayor incidencia es en este caso la política norteamericana y la situación de América Latina.

			Con motivo de la asunción de Reagan y el triunfo derechista en Estados Unidos, se señaló que podían actuar de contrapeso tanto la política mexicana como la posición y fuerza de los países del Pacto Andino. Estos últimos aparecerían fuertemente comprometidos con la idea de la democratización de los regímenes de la región, mientras que el Gobierno mexicano parecía dispuesto a alentar los movimientos progresistas y antiimperialistas en Centroamérica.

			Respecto a estas alternativas la administración Reagan parece decidida a retomar una mayor capacidad de maniobra en América Latina.

			El inesperado conflicto bélico entre Perú y Ecuador el único resultado notable que puede producir es, justamente, el debilitamiento si no la desintegración del Pacto Andino. Esto reduciría considerablemente la fuerza política de la democratización formal impulsada por Venezuela.

			Desde esta misma perspectiva, no debe extrañar tampoco la acusación estadounidense de un supuesto «acuerdo secreto petrolero» entre México y Cuba, lo que implicaría, según la acusación, transferencia de tecnología de EE.UU. hacia Cuba.

			También menudean las denuncias sobre supuesta ayuda nicaragüense y cubana a la guerrilla salvadoreña. Lo que redunda, lógicamente, en declaraciones de gobernantes nicaragüenses de que se estaría preparando un ataque armado contra el régimen sandinista, con participación directa o indirecta de la potencia del Norte.

			Por su parte, los regímenes autoritarios de la región no dejan de repetir el carácter favorable que tiene para ellos la nueva orientación política norteamericana.

			En suma, que la coyuntura política internacional, en lo inmediato, parece tender al enfrentamiento de posiciones más extremas.

			Las derechas, entusiasmadas con el giro que toma la política norteamericana, pretenden aprovechar las ventajas que esto implica, rehusando hacer concesiones y empujando por un triunfo definitivo (?) de sus posiciones que no permitan vuelta atrás.

			Las izquierdas tienden también a deslumbrarse con el triunfo de la revolución en Nicaragua y la perspectiva de un giro favorable en términos similares en toda Centro-américa. Es perfectamente posible, entonces, un resurgimiento de las tesis o acciones de carácter insurreccional, tal cual ocurrió después de la Revolución Cubana.

			Independientemente del curso que tomen esos acontecimientos, se puede apreciar que ellos, sin ser decisivos, pueden estar influyendo fuertemente en algunas de las características que adopta el proceso político chileno.
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			LAS CORTAS VACACIONES DEL 81

			Finalmente. Después de un período de fuerte activación política, que contradecía el regular período de vacaciones y, más aún, la esperada tranquilidad que debió preceder a la iniciación de una etapa institucional de largo plazo, se produjo una breve «normalidad» política.

			Durante el mes de febrero disminuye el extraordinario dinamismo de las políticas gubernamentales y, a la vez, también decrecen ciertas acciones opositoras, particularmente las de violencia más espectaculares. No obstante, esto no significa que se haya superado ese tiempo irregular para pasar a una situación más calculable y tranquila. Por el contrario, subsisten las fuertes presiones de los grupos en el poder tendientes a lograr decisiones de envergadura de las autoridades públicas. A su vez, tampoco parece haberse producido una desarticulación definitiva de los sectores en la oposición ni un cambio de actitud significativo.

			El clima de mayor normalidad se deriva fundamentalmente de dos factores. Por una parte, de la necesidad, ya inaplazable, de preparar el inicio de la nueva etapa del régimen, lo que requiere la realización de ciertos actos que simbólicamente ratifiquen su legitimidad. Esto hace indispensable un mínimo de apariencia de unidad en los grupos en el poder que la persistencia en decisiones fundamentales podría llegar a deteriorar. Mayormente cuando tales decisiones pudieran afectar posiciones económicas.

			Por otra parte, la activación al máximo de los mecanismos de seguridad tiende a desalentar el desarrollo de las actividades opositoras, aumentando el riesgo represivo.

			En el caso especial de la violencia política opositora, que en los últimos meses ha adquirido una presencia, que aunque pequeña suele ser espectacular, la situación se presenta como un verdadero desafío: hacer algo ahora sería impactante, pero puede sufrir una derrota de la que le resulte difícil recuperarse. La tercera alternativa sería la de mantener una cierta presencia sin correr graves riesgos. Hasta ahora parece éste el camino elegido.

			Para los grupos sociales y políticos de oposición no inscritos directamente en la violencia, estos tiempos suelen ser más dedicados a la organización y análisis, sin excesivo apremio por un desafío inmediato. El hecho de que sean cada vez menos reactivos a las políticas gubernamentales del momento no implica que tengan un proyecto político alternativo definido, no obstante, tienen mejores posibilidades de pensar en ello.

			En cuanto a los distintos sectores que participan en el poder, la preocupación fundamental sí que parece estar dirigida a la nueva etapa del régimen. Desde hace algún tiempo, y aceleradamente en la presente coyuntura, trabajan en dos campos, tratando de lograr ciertas medidas políticas favorables a sus posiciones y estructurando mecanismos y organizaciones que les permitan obtener una mayor capacidad de dirección del proceso.

			TODO BUENO, TODO BONITO

			Como ya dijimos, la preparación del 11 de marzo es una de las preocupaciones fundamentales del Gobierno en el período que nos ocupa. Por lo demás, es ya una característica del régimen la preparación rigurosa de ciertas fechas.

			Además del elemento simbólico (traslado a La Moneda, Parada Militar, Tedeum en la Catedral, etc.), se trata de robustecer la imagen en ciertos puntos claves, como son el éxito económico y la tranquilidad pública. La finalidad es doble: otorgar mayor apariencia de legitimidad al régimen político (y su nueva etapa) y producir la desmoralización de los opositores mostrando consolidación y solidez del poder.

			Uno de los principales problemas referentes a la tranquilidad pública lo presentaba la creciente violencia política opositora: asaltos bancarios y atentados armados, y ola de incendios intencionales en lugares claves.

			El general Pinochet comenzó por reclamar de la excesiva notoriedad que otorgaban los medios de comunicación a acciones terroristas que carecían de real importancia. El Mercurio en una editorial dominical, señaló que la adopción de la táctica incendiaria permitía a los violentistas atribuirse una gran cantidad de incendios que ocurrirían tradicionalmente en esta época del año.

			Posteriormente, aparecieron en la prensa declaraciones de jefes de bomberos que minimizaban la cantidad de incendios atribuibles a la violencia política. En el caso más notable, del incendio del Regine’s, después de las primeras declaraciones que lo señalaban típicamente como un atentado con finalidad política, las informaciones giraron en sentido opuesto, dirigidas a dudar entre si fue casual o un autoatentado por motivos económicos.

			En cuanto a los asaltos y otras acciones armadas, la solución fue aún más espectacular. Los organismos de seguridad logran capturar a un comando extremista que, según se asegura, habría participado en prácticamente todas las acciones violentas del último tiempo. Encabezando la lista se encuentra el asesinato del coronel Roger Vergara, sin que escapen tampoco los notables asaltos bancarios.

			En suma, poco antes del 11 de marzo es posible presentar la imagen de una gran tranquilidad pública avalada por la eficiencia de los organismos de seguridad.

			Más tradicional y más fácil resulta la creación de un clima de prosperidad económica presente y de seguro mejoramiento futuro. Para eso están las cifras.

			El crecimiento de la producción industrial del año 80 llega a ser superior al previamente estimado. A esto se agrega una evolución favorable en las cifras que interesan más inmediata y directamente a la población. La desocupación baja fuertemente (llegando a un 8%), mientras que en el mes de febrero prácticamente no se registra inflación (0,3%).

			Se logra así el clima adecuado para el 11 de marzo. Pero también se logra otra cosa no menos importante, recalcar el sentido de continuidad del proceso iniciado en septiembre de 1973, de manera que todo aparezca como un proyecto y un itinerario previamente trazado que se ha realizado y se seguirá realizando sin conflictos ni vacilaciones. Que aparezca tan ineludible como el destino, empujando a la desesperanza y el conformismo a los actuales o eventuales opositores.

			EL NEGOCIO Y LA POLÍTICA

			No obstante la imagen que se trate de difundir por las autoridades, es posible tener serias dudas en cuanto a la existencia de un programa político afinado. En informes anteriores hemos señalado que, a pesar de las reiteradas acusaciones de la oposición de que se estaría produciendo una creciente personalización del poder, es posible aventurar que lo que efectivamente se estaría produciendo en el momento es una autonomización de los diversos sectores en el poder.

			Este fenómeno no es ajeno a una consideración más general respecto del régimen. Se refiere a la pérdida de capacidad ideológica de los sectores dominantes. En un tiempo se trató de buscar esa ideología en la llamada Doctrina de la Seguridad Nacional. Resulta sintomático que muy pocos se preocupen actualmente de ella.

			Lo que sí se difunde es el antiguo principio del logro, más específicamente del logro económico, del negocio. Falta una moral nacional capaz de unificar a la sociedad. Es posible que esta moral exista en algunos sectores, pero su capacidad de difusión se ve seriamente limitada; prima el negocio.

			No es extraño entonces que, en la medida que cesa la necesidad de la unidad frente al «enemigo común», surjan diferencias y conflictos entre los grupos en el poder.

			La diferencia entre «duros» y «blandos», con todo lo difusa y confusa que sea, fue una de las primeras en manifestarse después de la consolidación del régimen. Otra, no menor, es la que en algunos aspectos separa a «tecnócratas» de «militares» (la última reorganización de Gabinete parece dar cuenta de ella).

			En el momento actual, antesala de un nuevo período, las diferencias y autonomías parecen extenderse a otros sectores. Entre los grupos económicos esto es notable. Cualquier grupo económico de importancia sabe que sus posibilidades de subsistencia y desarrollo dependen en gran medida de su capacidad de hacer política (si no, que lo diga el desaparecido grupo Fluxá-Yaconi).

			Algunos, como el grupo Cruzat, ponen mayor énfasis en su capacidad de crecimiento económico para lograr desde ahí cierta fuerza política no pública.

			Otros, como el grupo El Mercurio, dan mayor importancia a la acción política para mejorar posiciones económicas. En este caso se requiere un cierto cálculo político, una capacidad de previsión que le permita movilizar sus recursos para estar bien preparado frente a las alterativas que ve como posibles. En este caso particular, el control de medios de comunicación se transforma en un elemento de gran importancia. No son casuales, ni reductibles a puro cálculo de venta de diarios, los cambios producidos en un diario de la empresa (Las Últimas Noticias), ni los que al parecer se producirían próximamente en otro.

			Otro grupo, el BHC, después de aparecer como dedicado exclusivamente al negocio, poco a poco se ha ido interesando más en cuestiones de imagen. Hasta el punto de que hoy aparece como uno de los principales compradores de cultura y arte. Tal si tratara de quitar espacio a la oposición en ese terreno y obtener una cierta capacidad ideológica.

			Entre las fuerzas armadas resulta más difícil elucubrar sobre posibles diferencias. El hecho de que el Jefe del Ejecutivo sea también el Comandante en Jefe, más los principios de jerarquía y disciplina que caracterizan a ese sector hacen muy difícil especular sobre la materia. En ciertas ocasiones algunos han señalado la posibilidad de discrepancias entre la Marina y la Aviación con respecto al Ejército. De eso hoy no aparecen indicios. Sin embargo, como ya se ha señalado, actualmente podría haber algunas diferencias (no se sabe si sustanciales) dentro del ejército mismo. En cierto sentido esto podría ser interpretado como una relativa independencia del ejército respecto al Jefe del Estado que la «nueva etapa» podría suponer. A la supuesta línea de ciertos generales (Medina y Carol Urzúa) parece sumarse la actitud del coronel Gastón Frez (vicepresidente de Codelco), que algunos ubican como líder de la oficialidad joven y cuya defensa de la estatización del cobre lo pondría en oposición a la política oficial de privatización.

			Frente a estas supuestas autonomías, es necesario recordar el fracaso (deseado o no) de los movimientos políticos de apoyo al régimen y a la persona del general Pinochet, desde los impulsados por las secretarías de Gobierno, hasta el movimiento cívico proclamado por el general Pinochet el mismo día del plebiscito, pasando por el Movimiento de Unidad Nacional y el Movimiento Pinochetista.

			En este contexto, no resulta extraño que diversos grupos en el poder pretendan indicarle al gobierno un programa para los próximos ocho años, tal cual si este careciera de alguno definido. Además, subsiste la carrera para ocupar posiciones de poder en vista al próximo período de gobierno y un cierto clima de desorden acompaña a esto. Así, por ejemplo, la reorganización de las universidades (en particular lo que sucede en la Universidad de Chile) parece realizarse sin criterios claros de racionalidad política o administrativa. Algo similar parece estar ocurriendo con las municipalidades y con la discusión sobre futuras privatizaciones de servicios públicos como Correos y Vialidad.

			LA IGLESIA NO ES UN PARTIDO POLÍTICO; ES UN MISTERIO

			Las grandes instituciones, como los grandes animales, se mueven pesadamente. La actual posición de la Iglesia chilena no es ni súbita ni sorpresiva. A menudo se ha señalado en informes anteriores el gradual desplazamiento de la Iglesia (tomando en consideración sus principales jerarquías) hacia una mayor favorabilidad y entendimiento con el régimen. Después del plebiscito de septiembre último, parece aumentar esta tendencia que, en términos generales, reconoce la legitimidad del régimen. Un acto simbólico viene a ratificar esta tendencia: el cardenal oficiará un solemne Tedeum de Acción de Gracias en la Catedral Metropolitana el próximo 11 de marzo, «orando por Chile y sus gobernantes».

			Como se suele repetir, hay que tener en cuenta que la Iglesia no es un partido político, lo que no implica que no tenga ni haga política.

			La Iglesia Católica ha demostrado siempre una maravillosa capacidad adaptativa frente a la política estatal. En la situación chilena, el mejoramiento de las relaciones con el gobierno parece deberse tanto a la consolidación del régimen como a la escasa capacidad que muestra la oposición en términos de constituirse como alternativa en el corto plazo. La Iglesia en ningún caso va a reemplazar a la oposición política. Interesada en lograr algunas modificaciones en la acción estatal, preferiría influir en el Gobierno a partir de un mejoramiento de las relaciones, antes que enfrentarlo directamente sin contar con actores políticos opositores de envergadura.

			Por otra parte, es necesario considerar también que la adopción de cierta línea por la jerarquía católica no implica encuadrar todas las acciones de la iglesia en esa línea. Subsisten en su interior diversos sectores y tendencias que –respetando los gruesos límites fijados por la jerarquía– manifiestan diversas opciones ideológicas y realizan acciones acordes con tales posturas. Un hombre prudente no pone todos los huevos en la misma canasta.

			Las consideraciones anteriores permiten entender un hecho que, en general, ha sido poco analizado. La iglesia chilena contó en el último tiempo con un recurso extraordinario que mejoraba sus posiciones respecto del gobierno y que le habría permitido impulsar con más fuerza las rectificaciones que había venido reclamando en ciertos aspectos críticos.

			En efecto, la mediación papal del conflicto con Argentina en el extremo austral colocó a la Iglesia en una situación de privilegio en sus relaciones con el Gobierno. Sin embargo, la Iglesia no utilizó ese recurso, mientras que el Gobierno y los grupos en el poder no atenuaron sus acciones en los puntos más criticados por aquella. Más aún, la Iglesia presentó un frente sólido de respaldo a las autoridades en el conflicto austral y respecto a la mediación papal.

			Es que la Iglesia no es un partido político, es un misterio. Insistir en la creencia de que la Iglesia es contraria al régimen puede llegar a ser una ingenuidad.

			LA GENTE LINDA Y LA REGULARCITA

			Al iniciarse la nueva etapa del régimen habría que ser muy porfiado para no reconocer que (al menos en ciertos sectores) el país se ve próspero. Esta imagen de país próspero se percibe justamente en los espacios en que suele transitar la «gente decente» nacional y los turistas extranjeros. En Santiago, el centro de la ciudad y las comunas del barrio alto son las encargadas de dar esa imagen de prosperidad.

			El régimen político (y el sistema económico) parecen haber tenido éxito en desplazar de esos lugares a los grupos sociales más miserables. No es que estos sean menos que antes o que hayan mejorado su nivel de vida. Se trata simplemente de que ellos han sido prácticamente empujados a la permanencia en determinados territorios. Casi es como si estuvieran excluidos de la ciudad.

			Esta situación deriva justamente de un hecho que ha sido resaltado en numerosos estudios. El funcionamiento del actual esquema económico estaría conduciendo a una creciente polarización de la sociedad. Es la tendencia a que se marque cada vez más claramente la división en «dos países», de los que están «dentro» y los que están «fuera» del sistema económico y político. A menudo se ha señalado que esta tendencia a la polarización social llegaría a conducir en el futuro a una radicalización política. Ello no es necesariamente así, pero parece peligrosamente posible.

			No obstante lo anterior, siempre permanece un cierto centro social, aunque éste se ve reducido y modificado en su composición. La crisis actual de la Democracia Cristiana es, en buena medida, expresión de los cambios ocurridos en el centro social.

			Es necesario recordar que esta crisis se manifestó claramente después de la realización del plebiscito constitucional. A pesar de todas sus protestas, la DC aceptó, en términos generales, la validez de las cifras que el Gobierno mostró como resultado del proceso electoral. Frente a esas cifras la DC parece haber pensado que habría perdido el control del centro social, y, por lo tanto, su base fundamental de apoyo.

			El inmovilismo que caracteriza a la DC desde esa fecha está marcado por el juego de opciones que no logran éxito ni terminan por imponerse. Por una parte, se rumorea insistentemente que la cúpula partidaria estaría empeñada en entablar conversaciones con ciertos sectores en el poder, buscando un lugar en la nueva institucionalidad. Por otra parte, en otros grupos de la DC habría una fuerte crítica a la cúpula del partido, tanto por la orientación que adquiere como por la incapacidad política demostrada.

			Frente al vacío de centro político, el centro social tiende a expresarse corporativamente, al menos así ocurre con las capas medias que parecen subsistir dentro del modelo.

			La fuerte reacción de los colegios profesionales frente a la nueva legislación que los elimina, creando asociaciones profesionales carentes de todo poder, resultaba esperable. Pero lo que llama la atención es el hecho de que tal reacción permanezca aislada, sin recibir apoyo considerable y sin ser capaz de transformar su problema en un problema nacional. Es posible que se logre la unidad de los colegios profesionales para defender sus intereses, pero, salvo casos aislados, no se puede esperar comprometer a otros sectores en su defensa.

			Lo mismo ocurrió con el gremio de taxistas. En este caso, la Federación Nacional de Taxistas parece haberse ido galvanizando al enfrentar sucesivamente al gobierno por problemas del gremio. Incluso su dirigente máximo estuvo preso un corto período por algunas fuertes declaraciones contra el gobierno al que siempre ha apoyado. En relación al conflicto suscitado por la fijación de tarifas (el gobierno pretendió obligar la competencia de tarifas entre los taxistas, mientras éstos preferían la tarifa única) este terminó con el triunfo de la FENATACH.

			Tampoco en esta ocasión hubo apoyo externo a los miembros del gremio. Sólo la extraordinaria unidad gremial de este sector logró el éxito de sus pretensiones.

			Sobre este punto queda por ver hasta dónde esta demostración de éxito de la unidad gremial puede ser imitada por otros sectores.

			En todo caso, hay que anotar que estos frentes de conflicto no están formados propiamente por opositores, sino que se trata de sectores que apoyaron el establecimiento del presente régimen, y lo han continuado apoyando en su gestión.

			Distinta es la situación de otros grupos sociales de las llamadas capas medias que no aparecen apoyando al régimen. En ellas la falta de centro político no parece haber sido sustituida por un movimiento corporativo. Entre aquellos que más se identificaban con la DC es incluso difícil conocer su actual orientación.

			La escasa actividad de la DC en el último tiempo suele dejar desorientados a aquellos que adhieren o simpatizan con ese partido. Puede decirse que, a lo menos en ciertos sectores (y aún contra la opinión de los propios dirigentes), subsisten fuertes grupos que estarían disponibles para realizar las acciones que la Democracia Cristiana les indicara. Particularmente esto ocurre en el sector agrario, donde la Reforma emprendida por Frei le otorgó sólido respaldo. Sin embargo, nada hace la DC al respecto, prefiriendo sólo manifestarse en las discusiones jurídicas.

			Talvez convenga señalar que una de las pocas acciones en que interviene actualmente la DC, es la declaración del Grupo de los 24, que en términos duros aparece criticando a la Constitución que entra en vigencia el 11 de marzo.

			UNA OPOSICION INMUTABLE

			El hecho de que se desdibuje la política de la DC y que los sectores medios tengan dificultades de expresión política, coloca al movimiento social popular y a las agrupaciones políticas de izquierda como el principal núcleo de oposición.

			A la inversa de lo que ocurre con la DC, la iniciación de una nueva etapa del régimen no parece afectar directamente la actitud y acción de estos sectores de oposición.

			El movimiento social de oposición no muestra logros espectaculares en el período, pero es interesante constatar que continúa desarrollándose y actuando tal como si los cambios a nivel institucional nada le importaran.

			Para estos sectores existe efectivamente una continuidad del régimen y de acuerdo a esa definición se actúa.

			Sigue siendo difícil determinar las relaciones que existen entre el movimiento social (sindical, estudiantil, poblacional) con las organizaciones políticas proscritas por el régimen. Es posible que no sean exactas las apreciaciones que tienden a ver una independencia muy grande, e incluso ciertas oposiciones de intereses, entre las organizaciones sociales y los partidos políticos. Pero, al menos, parece lógico que en las actuales condiciones las organizaciones sociales y sus dirigentes cuenten con una gran autonomía con respecto a los partidos.

			En el período que nos ocupa, la oposición social al régimen ha tenido expresiones poco notables pero constantes. Quizás la más importante de ellas sea la tentativa de lograr la unidad sindical de las principales federaciones del país. Talvez esta tentativa de crear un comando sindical unificado, que plantee unidamente una plataforma de lucha, tenga un carácter más bien simbólico (la elección de Clotario Blest como presidente ya es todo un símbolo), sin embargo, estaría señalando una intención que, de lograr éxito real, podría tener mucha importancia en el futuro.

			En el mismo terreno sindical, los trabajadores muestran cada vez mayor capacidad para manejar la nueva legislación laboral. No obstante, las negociaciones con los empresarios y las eventuales «huelgas» que se producen se mantienen bastante aisladas o recibiendo algún tipo de solidaridad no estructurada.

			También se aprecia cierta protesta social en contra de medidas represivas del gobierno. Aunque también estas manifestaciones suelen ser pequeñas y aisladas, revelan en todo caso una cierta capacidad de sustitución de acciones que anteriormente sólo se realizaban a través o con el amparo de la Iglesia. La prolongada huelga de hambre de los presos políticos frente al deterioro de su situación penitenciaria; la huida de dos relegadas en protesta por la medida que las afecta; la ocupación de dependencias de la embajada de Austria para solicitar se deroguen las recientes disposiciones que afectan a los presos políticos, las manifestaciones de mujeres por el retorno de los exiliados y por la defensa de sus derechos, son expresiones de esta intención y capacidad de sustitución.

			Más difícil es siempre saber lo que pasa con las organizaciones políticas proscritas. Al parecer el tema de la violencia política es uno de los más presentes. No sólo se trata de los grupos extremistas, sino que incluso partidos que tradicionalmente rechazaron esa vía hoy parecen considerarla seriamente. Por una parte están las declaraciones que en tal sentido hacen algunos dirigentes de partidos de izquierda, mientras que, por otra parte, los organismos de seguridad tienden a atribuirles participación en ciertos actos de violencia. En todo caso, el asunto no parece aún resuelto. Al respecto resultan significativas las declaraciones de Luis Corvalán, en el sentido de que el Partido Comunista podría utilizar la vía violenta, pero sin cometer «irresponsabilidades». Esto último talvez estaría dirigido a tranquilizar a los dirigentes de ciertas organizaciones sociales (particularmente sindicatos) que podrían mostrar temor o reticencia a la adopción decidida de la vía violenta.

			En el Partido Socialista el tema también puede estar presente, pero resulta más difícil que se produzca una definición al respecto debido a la crisis y fragmentación por la que atraviesa. Sólo si fructificaran conversaciones para la reunificación sería posible la adopción de una estrategia global, hecho que se dificultaría si en el intertanto los diversos grupos adoptaran decisiones autónomas en tan importante materia. Por de pronto, ciertas manifestaciones públicas de pensamiento socialista (respecto al problema universitario) parecen más bien no considerar la opción armada.
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			EL TRAJE ADECUADO EN EL SALÓN ADECUADO

			Como suele ocurrir. En marzo llegó el día once, llegó el día doce y así siguió el tiempo; rigurosamente apegado al calendario. No fue perceptible ningún corte ni cambio, sino que, más bien, pareció acentuarse la sensación de continuidad del régimen y del proceso.

			El día 11 de marzo se cumplió con las formalidades previamente diseñadas para dar por iniciado el primer período presidencial con plazo fijo, al mismo tiempo que entraba a regir la nueva Constitución Política, en lo compatible con la transición. La significación precisa de estos acontecimientos es difícil de aclarar por el momento, puesto que lo único que parece quedar del once de marzo es la imagen de celebraciones que correspondió a ellos.

			Talvez lo más notable del 11 de marzo sea el carácter superficial que muestra. No se percibe una fecha histórica, ni un discurso programático trascendental, ni una movilización social y política de consideración. Por el contrario, el 11 de marzo se presenta como una fiesta, pero una fiesta de rasgos muy especiales. Prácticamente consiste en un estricto desfile militar y de organizaciones civiles, y recepciones sociales de celebración con vestimenta adecuada y tono de gran mundo.

			A primera vista puede resultar frívolo preocuparse de estos aspectos, pero no se trata de una preocupación mal intencionada, puesto que en los principales medios de comunicación se le dio especial relieve a la publicación de notas sobre tales recepciones. Estos detalles pueden tener importancia en el análisis. Son reveladores del tono social que asume el régimen en esta etapa.

			Sabido es que el Gobierno instaurado en septiembre de 1973 no ha tenido nunca capacidad de convocar a las multitudes. Cualquier observador ha podido comprobar que las concentraciones públicas promovidas por el Gobierno –o por elementos afines a este– no han logrado reunir una cantidad de gente comparable a la que juntaban las grandes concentraciones políticas del pasado. Es por eso que no debería extrañar la escasa y desanimada manifestación pública que se produjo frente al Palacio de La Moneda. Pero esto tiene una connotación particular.

			La iniciación del período presidencial y de la nueva institucionalidad no tuvo, ni se trató de darle, el carácter de fiesta popular.

			Es posible que el temor de algún acto de violencia política opositora, y de las previsiones de seguridad al respecto, hayan ayudado a eliminar la característica de fiesta popular que pudo querer atribuírsele al acto, pero es probable que se haya tenido justamente la intención de evitar ese tono. Dicho en forma más adecuada, se trataría de separar al gobierno de los riesgos y presiones de la movilización de masas.

			El gobierno se aísla y renuncia a las posibilidades de organizar y movilizar políticamente. Esta situación parece consecuente con la idea de una cierta despersonalización del poder que se estaría produciendo, lo cual se traduce, en este punto, en el debilitamiento de la intención de conformar algún tipo de movimiento político alrededor de la figura del general Pinochet.

			Las diversas tendencias existentes entre los grupos en el poder, pueden llegar a generar movimientos políticos o «corrientes de opinión», frente a las cuales el gobierno mantiene una cierta distancia, se ubica en otra esfera, de manera de no comprometerse públicamente con ninguna de ellas.

			El jefe de Estado mostraría un perfil menos aparente, eludiendo el desgaste y guardando una reserva que le otorgue solidez al régimen por sobre los vaivenes de la política contingente. En el fondo, vendría a ser una especie moderada de la aplicación del principio de mantener un régimen militar con un gobierno civil.

			El proceso de descentralización administrativa tendría, entre otras, la finalidad de generar instancias de intermediación en la acción política, de suerte que las críticas o conflictos que susciten se planteen en forma localizada sin afectar globalmente al régimen. Típicamente resulta esto claro en las cada vez mayores atribuciones concedidas a las municipalidades.

			Esto podría haber sido compatible con la existencia de un liderazgo popular, real o aparente, del general Pinochet. Pero, al parecer, se ha preferido otorgar al régimen un rasgo más institucional, más orgánico, evitando los inconvenientes de una excesiva personalización del poder. La nueva constitución ratificaría esto al establecer una participación más estructurada de las FF.AA., a través de mecanismos tales como la nueva configuración de la Junta de Gobierno y las atribuciones del Consejo de Seguridad Nacional.

			ABRAN CANCHA POR EL CAMPEONATO

			La velocidad ya comienza a ser rutina. Talvez haya habido un leve respiro para preparar el 11 de marzo, pero nuevamente se volvió a adquirir el ritmo vertiginoso o contundente de los últimos meses. Tal como si se tratara de una urgente y generalizada reorganización del país, las leyes que imponen transformaciones estructurales llueven como los inviernos antiguos: a chorros y como si no fuera a parar nunca.

			En tales circunstancias, es lógica que los analistas encuentren cada vez mayores antecedentes para pensar que se habría impuesto o acordado una línea precisa y definitiva, capaz de conducir sin tropiezos ni vacilaciones la realización de un programa bien estructurado y carente de desviaciones. El gobierno habría agarrado firmemente la iniciativa y, en ausencia de una oposición considerable, estaría resuelto a sentar las bases de una nueva situación política, social y económica que sea definitiva.

			Ciertamente que es difícil escapar a tal interpretación. Sin embargo, aunque ya parezca una porfía intolerable, insistiremos en que también es posible que las veloces y drásticas transformaciones que impulsa el régimen se deban justamente a un proceso inverso: que se esté produciendo un mayor grado de autonomía de cada uno de los sectores en el poder.

			En efecto, hay algo extraño, que no calza con la interpretación más fácil de que hay una línea adoptada en definitiva. Repetimos un argumento ya señalado en informes anteriores. Hay una excesiva rapidez en la formulación de nuevas políticas por parte del gobierno. Una excesiva rapidez que no parece explicable cuando se recuerda la larga extensión de sólo el primer período presidencial de transición. Más aún, una excesiva rapidez que causa problemas de todo tipo (financieros y administrativos fundamentalmente), problemas que una planificación previa habría evitado.

			En la reorganización de las universidades hay incertidumbres en la distribución de material y de docentes, y hasta de repente se descubre que una escuela quedó sin Facultad. En las municipalidades hay dificultades de presupuesto. La disolución de los colegios profesionales olvidó contemplar mecanismos sustitutivos para ciertas funciones que estos ejercían (proposición de miembros para puestos públicos o servicios sociales que prestaban –como el Servicio de Asistencia Judicial para pobres del Colegio de Abogados–).

			Por otra parte, se producen reorganizaciones innecesarias, como ocurre con la creación de algunas nuevas municipalidades cuya unidad y viabilidad aparece dudosa, o con la formación de ciertas universidades regionales, para lo cual se le cambia el nombre a alguna carrera a fin de hacerla «universitaria» y reunir el quórum de carreras que la nueva ley exige para que pueda haber una Universidad.

			Por último, tampoco ha desaparecido la discusión entre los sectores que participan o apoyan al poder. Es cierto que cada acción del gobierno es aplaudida, pero enseguida viene la reserva, la crítica velada. Aún más, las diversas tendencias entre los grupos de poder se acentúan y buscan formas de organizarse y mejorar posiciones. Persiste entre ellos la intención de vender programas al gobierno, lo cual es difícil que ocurriera si se pensara que hay una línea política definitiva.

			QUE TODOS QUEDEN CONTENTOS… ¿HASTA CUANDO?

			Se ha dicho que estamos frente a una vertiginosa sucesión de cambios estructurales. Ello es cierto, siempre que se entienda sin exageraciones. Porque estos cambios afectan fundamentalmente a la organización de la sociedad.

			La nueva legislación laboral, la reforma previsional, ley de universidades, la transformación de los colegios profesionales en asociaciones voluntarias, la reestructuración de la organización regional y municipal, están todas orientadas básicamente a conformar rasgos fundamentales de la sociedad chilena.

			Es cierto que tienen consecuencias económicas y políticas de importancia, pero su orientación primordial se dirige a solucionar problemas de organización social.

			Como se ha señalado en otra oportunidad, ellas se explican más por el carácter defensivo y preventivo del régimen frente a la oposición real o eventual, que por su importancia en la creación del nuevo modelo político y económico. Entiéndase bien, no es que no le sirvan. Le ayudan y son compatibles, pero no están determinadas primordialmente por el proyecto político y económico.

			De la anterior consideración se pueden sacar dos consecuencias. La primera es que la generalizada conformidad respecto a estas medidas de reorganización social expresa un acuerdo básico de los sectores en el poder; un acuerdo defensivo frente a la actual o eventual oposición.

			La segunda es que ninguna de estas transformaciones estructurales de la sociedad chilena resuelve los problemas esenciales que separan a los diversos grupos en el poder. Estos difieren fundamentalmente en dos grandes temas: la orientación del modelo económico y el proyecto político definitivo.

			Por de pronto, todos los sectores en el poder y todas las tendencias mantienen viva la expectativa de que se imponga la posición que sustentan. Ninguna de las espectaculares transformaciones producidas en los últimos meses resulta incompatible con alguna de las alternativas en disputa y tampoco ninguna de ellas parece irreversible.

			Las discusiones sobre privatización total o reserva estatal se mantienen en equilibrio y se buscan complejos acuerdos. Las posibilidades de una apertura política gradual o de una acentuación del autoritarismo tampoco parecen resueltas. La disputa alrededor del precio del dólar (y todo lo que eso significa) sigue sin resolverse.

			Resumiendo, los puntos que son cruciales para los diversos sectores en el poder no han sido resueltos. Todos hasta el momento pueden estar contentos, puesto que conservan intactas sus posibilidades de éxito. Sin embargo, son puntos que necesariamente tienen que resolverse, algunos dentro de poco tiempo. Mientras tanto se hace –y hasta con exceso– aquello en que se está básicamente de acuerdo.

			CÓMPRATE UN BIOMBO, PERICO (Y VIVE TU VIDA)

			El tipo de reorganización social que emprende el régimen a través de las drásticas medidas a las cuales se ha hecho referencia, parecen dirigidas a la atomización de la sociedad.

			En efecto, la nueva legislación sindical favorece la multiplicación de los sindicatos y prohíbe o dificulta las federaciones. La ley de Universidades divide a las más grandes, crea entidades autónomas y facilita la creación de nuevas universidades e institutos privados. La disolución de los colegios profesionales está dirigida precisamente a la creación de numerosas asociaciones voluntarias en cada profesión. La reorganización municipal aumenta el número de municipalidades, disminuyendo su tamaño y encargándola de tareas que eran antes nacionales, como es la educación, vialidad, salud, etc.

			Todas y cada una de estas transformaciones van produciendo paulatinamente una cierta pérdida de la posibilidad de identificación nacional. A la población sólo le cabría la identificación local, encerrándose cada vez más en pequeños mundos, en una delimitación de los problemas de espacio reducido.

			Ahora bien, este tipo de reorganización social debe ser mirado cuidadosamente, pues las consecuencias políticas que de aquí deriven pueden ser de gran importancia.

			Entre estas reorganizaciones, aparece como de gran importancia la emprendida en las municipalidades. Por momentos pareciera que se trata de traspasar gran parte de las políticas nacionales al nivel municipal.

			Oficialmente, la reorganización social emprendida correspondería a la realización de un cierto esquema de gobierno que proclama autoritarismo en la cúpula y democracia en la base. La multiplicación de las organizaciones sociales y su reducción a límites manejables tendrían la intención de promover la participación de la población justamente en la solución de los problemas inmediatos y directos que le interesan (el problema de la escuela, la empresa en que se trabaja, de convivencia vecinal, del policlínico, de las calles y plazas del barrio, etc.).

			Resulta extraño recordarlo, pero importantes sectores de izquierda defendieron durante mucho tiempo la idea de «participación en la base» e, incluso, más de alguno despreció en su oportunidad la participación formal en elecciones abstractas.

			Pero, más allá de evocaciones incómodas, resulta claro que si esta reorganización social llega a establecer algún grado de efectiva participación popular, es muy probable que sea una fuente de problemas para el régimen.

			En las situaciones de base es mucho más posible que los sectores populares logren movilizar y presionar a las autoridades locales en la defensa de sus intereses. A su vez, la situación de la autoridad local, que tiene que ver inmediata y directamente con los problemas de «su» territorio, suele conducir a un cierto grado de identificación con esos problemas y a una mayor disposición al diálogo. Tal actitud favorece el desarrollo del movimiento popular y tiende a disminuir la fuerza autoritaria del régimen.

			Es, pues, poco probable que la reorganización social emprendida (y básicamente la municipal) esté encaminada a mejorar la participación de la población. Más aún, es mucho más probable que su intención sea diametralmente opuesta.

			Por una parte, porque la multiplicación y el empequeñecimiento de las organizaciones debilita sus posibilidades de acción y, a la vez, porque dificulta una perspectiva de alcance nacional que permita cuestionar el poder vigente y plantear un proyecto alternativo.

			Por otra parte, porque una reorganización local, como la que se impulsa respecto a las municipalidades, puede tener claras ventajas desde el punto de vista del control social. Permite una percepción más nítida y una acción más eficaz de la población sectorizada, lo cual le otorga al régimen mejores condiciones de control político, con mayor razón cuando las municipalidades cubren población homogénea.

			En consecuencia, talvez pueda dudarse de las afirmaciones oficiales en cuanto a «democracia en la base», puesto que perfectamente podría tratarse de medidas destinadas a ejercitar el «autoritarismo en la base».

			Hay otros alcances que se podrían hacer al proceso de municipalización. Uno de ellos es que, a corto y mediano plazo, la multiplicación de las alcaldías permite ir formando políticamente a una serie de «cuadros» de partidarios del régimen. De cierta forma se estaría generando una especie de carrera política, es que, de alguna manera, se intenta comprometer a la población en las creaciones del régimen, lo cual, de tener éxito, haría mucho más difícil la posibilidad de un cambio.

			POR EL HILO MáS DELGADO (COMO SI FUERA EL CENTRO)

			Desde algún tiempo, prácticamente desde el plebiscito de septiembre del año pasado, es notoria la pérdida de presencia de política del centro. Esto es particularmente perceptible en el caso de la Democracia Cristiana, partido que normalmente fue expresión de tal política.

			En el período que nos ocupa la situación parece mantenerse. Sin embargo, hay ciertos indicios que permiten pensar que se estarían generando ciertas alternativas de acción. Especialmente en la política de cúpula habría cierta orientación a mantener una especie de compás de espera, donde los esfuerzos se dirigen fundamentalmente a lograr una especie de reconocimiento como oposición dentro del régimen político.

			Lo nuevo que puede señalarse en relación a este punto es que, al parecer, en ciertos sectores de la DC existiría una tendencia al robustecimiento de la posición económica dentro del modelo. Se pretendería formar (o reforzar) una especie de grupo económico que tuviera presencia en el sistema, permitiéndole establecer relaciones con algunos grupos dentro del poder y robusteciendo su capacidad de acción. En cierto sentido sería una estrategia inversa a la empleada por los grupos económicos en el poder. Estos tenderían a la creación de movimientos políticos, mientras que un movimiento político como la DC intentaría la creación de un grupo económico. La idea es que, así como la política puede servir a la economía, esta también puede servir a la política.

			En todo caso, es necesario aclarar que esta orientación no puede atribuírsele de ningún modo a la totalidad de la Democracia Cristiana o de sus dirigentes. Se trata de una tendencia que sólo abarca a algunos personajes que ya desde hace algún tiempo aparecen integrados al modelo económico. Tampoco parece lícito especular, por el momento, que tal tendencia vaya a extenderse o a tener éxito. Si aquí se le señala es porque ha pasado a constituirse en un elemento que es necesario considerar en el análisis político y, principalmente, porque ciertos hechos parecen consecuentes con tal orientación.

			Dentro de este tema, puede tener importancia señalar el extraño traslado de Alvaro Bardón desde el Banco Central a un Banco particular que tiene, al menos, la reputación de estar vinculado a la Iglesia Católica. Es extraño, porque Alvaro Bardón ha sido uno de los defensores más notables del modelo económico, mientras que la Iglesia lo ha criticado en repetidas oportunidades. Naturalmente que la Iglesia y la DC no son la misma cosa, pero nadie podría negar sus afinidades.

			En cierto sentido, se podría notar que la ya prolongada ausencia de expresión política de la Democracia Cristiana se produce precisamente en los momentos en que la Iglesia acelera su giro hacia una mayor aceptación del régimen. En ambos casos no hay por qué suponer la intención de adherir a éste y abandonar posiciones de crítica u oposición. Lo que resulta más probable es que actualmente se haya optado por actuar «desde adentro» para obtener las modificaciones que se desea.

			Es posible aventurar que hay ciertas negociaciones (lo que no implica necesariamente conversaciones), encaminadas a lograr acomodaciones mutuamente convenientes entre estos sectores y algunos vinculados a posiciones de poder.

			Quizás el más espectacular de los acontecimientos relacionados con este asunto sea la recientemente anunciada reorganización de la Vicaría de la Solidaridad. Reorganización que debe entenderse de acuerdo a su significado moderno: disminución de personal y de funciones. Habría que ver si frente a este paso se produce algún «logro» efectivo de la Iglesia en la política de Gobierno.

			El problema con esta tendencia no es tanto para la Iglesia (que cuenta con recursos de este mundo y del otro), sino para la Democracia Cristiana, que pretendiendo (?) infiltrar al régimen puede pasar a ser cooptada por este.

			A LA IZQUIERDA, VARIAS PUERTAS AL FONDO

			Desde que la Democracia Cristiana comenzó a abandonar su papel de oposición real, la izquierda ha pasado a constituirse en la única oposición decidida. Dada la proscripción de los movimientos de izquierda y a que el gobierno los define como enemigos y no como oponentes, su acción resulta difícil de realizar y aún más difícil de conocer.

			De lo que se sabe, parece ser que el problema de la táctica ha pasado a ser crucial. Las sucesivas declaraciones de dirigentes del Partido Comunista en el exilio, que indicarían un viraje hacia la vía violenta o, más precisamente, de «perspectiva insurreccional», han colocado al resto de los grupos de izquierda frente a la disyuntiva de aceptar o rechazar tal táctica. Lo que ocurre justamente en momentos en que las posibilidades de apertura política hacia esos sectores se ven bastante cerradas.

			El gobierno, naturalmente, se ha apresurado a emplazar a los diversos movimientos de oposición. La Democracia Cristiana, naturalmente también, ha tenido el mismo apuro en declararse contraria a cualquier violencia.

			El problema está en los partidos de izquierda. Puede suponerse la respuesta del MIR y la de los sectores más socialdemócratas.

			Pero en el resto es de esperar que la discusión sea bastante fuerte al respecto. Teniendo especial importancia en el (los?) Partido (s?) Socialista (s?). Incluso no hay que olvidar que es posible que en algunos sectores del propio Partido Comunista se resista firmemente esta línea de «perspectiva insurreccional», por parte de aquellos empeñados en la acción pacífica de masas medianamente pública. De adoptarse definitivamente esta línea, su situación podría tornarse muy difícil según enseña la experiencia histórica mundial.

			Sin embargo, de ser cierta esta apariencia, de que la discusión gira fundamentalmente alrededor de problemas de táctica, se estaría dilatando un problema que ha sido señalado por el propio gobierno, esto es, la elaboración de un programa alternativo a la situación actual.

			Respecto a tal problema, subsiste una situación que parece tener gran importancia en su solución. Nos referimos a la división del Partido Socialista. Sin embargo, es precisamente en estos aspectos donde parece haber mayores novedades.

			Por las noticias que vienen del exterior a través de los cables –y es lícito suponer que en el interior ocurra algo similar– estaría ganando cada vez más terreno la idea de «unidad de los socialistas». Ciertas reuniones y acciones comunes emprendidas en conjunto por las diversas tendencias socialistas, servirían para corroborar esta impresión. De la misma manera, la escasa actividad y presencia socialista en el interior podría ser un factor que colaborara con esta corriente de «unidad». Los procesos de este tipo suelen ser lentos, e incluso interrumpirse, pero el momento actual parece apuntar en la dirección señalada.

			EL CUERPO SOCIAL QUE ENGORDA Y PATALEA (¿ESTARÁ PREÑADO?)

			No nos referimos ahora a las difusas y confusas relaciones que tienen los movimientos sociales con los partidos políticos. Lo que sí queremos indicar es la extraña situación que se produce actualmente. Mientras el gobierno impulsa políticas tendientes a disminuir, desarticular o eliminar organizaciones sociales que actual o potencialmente son opositoras, la oposición robustece o crea nuevas organizaciones sociales.
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